
1 
 

 
 

PRIMERA PARTE:  EL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES Y EL  

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN.   
 
 
 
CAPITULO I. Sistema general de pensiones y las normas 

internacionales de trabajo. 
 
 
 
Sección I. Antecedentes.  
 
 
El sistema general de pensiones, es el primer  antecedente de la seguridad social en 

Colombia y su creación se debe a Bismarck, en Alemania. Este es un sistema de 

aportes, vinculado sobre todo al trabajador dependiente, enmarcado dentro de la figura 

jurídica del contrato de seguro obligatorio y fundamentado en la noción de riesgo y el 

principio de justicia conmutativa: las prestaciones se reciben en proporción a los aportes 

realizados. 

“El anterior sistema en oposición al modelo de seguridad social ingles, de tipo asistencial, 

creado por Sir William Beveridgese financiaba a través de los impuestos generales a la 

clase trabajadora y a la sociedad en general y no por aportes calculados en función del 

salario. Aquí prima el principio de justicia distributiva: pretende beneficiar a todas las 

personas. 

Más tarde aparecen los fondos de pensiones, como un mecanismo de acumulación y 

administración de recursos para la financiación de las pensiones, basado en la 

capitalización individual. 

En Colombia ha sido un proceso lento, abundante en leyes, decretos y  acuerdos, que 

han ido forjando el anhelado sueño de la pensión.”1 

Para ello exponemos una breve reseña histórica de la seguridad social en Colombia y 

específicamente el avance en el tema de las pensiones. 

 

1. Muñoz, Ángel, Confianza  en el futuro, Propuestas para un mejor sistema  de pensiones. Grupo editorial norma.  Edición 2001.  Pp. 

20-60. 
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a. El modelo militar como primera institución de seguridad social.  

 

El Libertador fue el primero  en hablar de Seguridad Social en su discurso de Angostura, 

de febrero de 1819 al decir: "el sistema de gobierno más perfecto es el que comparta 

mayor cantidad de bienestar, de seguridad social y de estabilidad política". La seguridad 

fue inicialmente de índole militar y policial. 

“Se inició con los Montepios militares (Organizaciones castrenses del gobierno español) 

que se implantan en América. En Colombia, proclamada la independencia, tales 

instituciones continuaron vigentes hasta el año 1827 en que fueron suprimidas las 

contribuciones de los militares para su funcionamiento. Años más tarde, mediante ley 9 

de 1843 se restableció a pedido de muchos militares, dado el desamparo de las familias 

de quienes fallecieron en la guerra de la independencia y posteriormente en las 

campañas libertadoras”.2 

La ley 153 de 1896 da una nueva reglamentación en lo relativo a los fondos, aumento de 

asignaciones o pensiones, además define la naturaleza del Montepío como una 

institución de carácter público nacional cuyo representante legal es el presidente de la 

junta directiva. En ésta forma finaliza esta experiencia en la organización de un Montepío 

Militar en nuestro país que, pese a ser una institución clasista, denota la preocupación de 

los gobernantes por establecer un régimen de protección a favor de las viudas y de los 

huérfanos de los militares fallecidos en servicio activo y que por no reunir los requisitos 

de las leyes especiales, no tenían derecho a recibir otros beneficios. 

  

b. La seguridad social oficial y privada. 

 

La seguridad social oficial tiene las siguientes normas que la desarrollan: 

➢ Ley 29 de 1905 propone un régimen de pensiones a favor de los magistrados 

principales de la Corte Suprema de Justicia, mayores de sesenta años, con el 

derecho como pensión de jubilación a la mitad del sueldo del último empleo que 

hubieren ejercido. 

➢ La ley 29 de 1912 consagra pensiones a favor de las viudas de los ciudadanos  

 

2. Muñoz, Ángel, Confianza  en el futuro, Propuestas para un mejor sistema  de pensiones. Grupo editorial norma.  Edición 2001.  Pp. 

20-60. 
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que hayan desempeñado la Presidencia de la República y en su defecto a las 

hijas solteras. 

➢ Ley 80 de 1916 sobre pensiones y recompensas establece límites máximos a 

tales beneficios y la intrasmisibilidad y acumulación de las pensiones. 

➢ Ley 40 de 1922 establece pensiones a favor de los militares, clases o individuos 

de tropa que comprueben haber contraído la enfermedad de lepra durante su 

servicio en el ejército, la cual se hace extensiva a los médicos y empleado sanos 

que en los lazaretos se contagien de lepra. 

➢ La ley 86 de 1923 consagra que todo empleado público nacional tendrá derecho a 

la mitad del sueldo que devengue mensualmente, hasta por seis meses, cuando 

por consecuencia de enfermedad contraída en el servicio o agravada por causa de 

éste, se halle imposibilitado para prestarlo. 

➢ La ley 102 de 1927, en el parágrafo del artículo 6º consagra pensiones a favor de 

las viudas de los magistrados de la Corte Suprema y de los tribunales superiores 

que hubieren servido por más de veinte (20) años en el ramo judicial. 

➢ En el año de 1931 se presenta un proyecto de ley, mediante la cual se crea bajo la 

dependencia del ministerio de Industria el Fondo de Previsión Social. 

➢ En el año de 1933 se presenta un proyecto de ley por la cual se conceden unas 

facultades extraordinarias al ejecutivo nacional para la creación de un Instituto de 

Previsión Social que se ocupará de establecer el seguro social obligatorio y hacer 

cumplir toda la legislación social. 

➢ En julio de 1935 se presenta otro proyecto de ley por la cual se ordena establecer 

una caja de seguros sociales. Este proyecto tuvo éxito y se convirtió en la ley 66 

de 1936.  

➢ “En octubre de 1936 se presenta un proyecto por el 

cual se crea la Caja de Seguros Sociales, dependiente del Ministerio de Industria y 

para cubrir los riegos de enfermedad, invalidez prematura, vejez, maternidad, 

desempleo o cesantías voluntarias y la muerte. 

➢ En 1945 se crea Caja Nacional de Previsión (CAJANAL) y el Instituto Colombiano 

de Seguros Sociales (ICSS). Es así como con la Ley 6ta de 1945 se generalizaron 

los derechos a pensión, salud y riesgos profesionales de los trabajadores. No 

obstante tan sólo con la Ley 90 de 1946 se estableció un sistema de seguridad 

social propiamente dicho como patrimonio autónomo y  se reconocieron las 

prestaciones laborales, entre ellas el derecho a una pensión de jubilación, primas 

de carácter no salarial y ayudas relacionadas con la prestación de servicios de 

salud. De esta manera se fueron creando 1040 cajas de previsión”,3 tanto  

 
3. Muñoz, Ángel, Confianza  en el futuro, Propuestas para un mejor sistema  de pensiones. Grupo editorial norma.  Edición 

2001.  Pp. 20-60. 
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nacionales como territoriales,que se financiaban principalmente con aportes del 

Estado colombiano y de los trabajadores públicos. 

Las reformas del sistema pensional colombianocontribuyen a un fondo común de 
naturalezapública concentrado en el ICSS, con afiliadosprovenientes 
principalmente de empresas delsector privado, una base pequeña de 
trabajadorespor cuenta propia y un sistema dispersode regímenes que cubrían a 
los empleados delsector público, el ejército y la policía. Es esta ya la aproximación 
a la Ley 100 de 1.993. 

 

1. El actual sistema prestacional en pensiones. 

 

El gobierno desea poner orden a la legislación existente y teniendo en consideración el 

auge de los seguros sociales en Alemania y diferentes países de Europa y América, y 

frente al éxito de los seguros comerciales se aprueba la Ley 100 de 1.993. 

La infausta suerte que ha sufrido el Instituto de Seguros Socialesy varias cajas de 
previsión social es un problema que obedece a la corrupción y la ineficiencia 
administrativa. La Ley 100 de 1.993 es eficiente pero su aplicadores son deficientes.  

En Colombia la estructura del Sistema de Seguridad Social de la Ley 100 de 1993,está 
conformado por: 
 
 

1. El Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, que cubre losriesgos de 
vejez, invalidez y muerte de origen común. 

2. El Sistema General de SeguridadSocial en Salud, que cubre la enfermedad 
general y la maternidad. 

3. El Sistema General deRiesgos Profesionales que cubre accidente de trabajo y 
enfermedad profesional. 

 

El modelo al que responde el sistema de seguridad en Colombia, no permite entender 
elporqué en materia de pensiones hay dificultades en la reclamación de los derechos, a 
pesar de la forma de organización jurídica ypolítica de Estado Social de Derecho -cuyo 
propósito principal es procurar lascondiciones para lograr la efectividad de derechos  y 
lograr la seguridad y laadecuada integración social establecida en el Art. 48 de la 
Constitución Nacional.  
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2. La Seguridad Social como derecho fundamental. 

 
“La seguridad social está claramente definida en los Convenios de la OIT y en los 
instrumentos de la ONU como un derecho fundamental –aunque en realidad sólo una 
pequeña proporción de la gente en nuestro planeta disfrute del mismo. Definida en 
términos generales como un sistema basado en cotizaciones que garantiza la protección 
de la salud, las pensiones y el desempleo así como las prestaciones sociales financiadas 
mediante impuestos, la seguridad social se ha convertido en un reto universal en un 
mundo globalizado. 
 
Se calcula que sólo el 20 por ciento de la población mundial tiene una cobertura 
adecuada en materia de seguridad social mientras que más de la mitad no dispone de 
ninguna forma de protección social. Aquellos que no están cubiertos tienden a formar 
parte de la economía informal, por lo general, no están protegidos en su vejez por la 
seguridad social y no están en condiciones de pagar sus gastos de salud. 
 
Además, muchas personas tienen una cobertura insuficiente, esto es, puede que 
carezcan de elementos significativos de protección (como la asistencia médica o las 
pensiones) o que la protección que reciben sea escasa o presente una tendencia a la 
baja. La experiencia muestra que la gente está dispuesta a cotizar a la seguridad social, 
siempre y cuando ésta satisfaga sus necesidades prioritarias”.4 

 
El DANE muestra el crecimiento en el cumplimiento del pago de los aportes a la 
seguridad social y se pensaba que esto incrementaba la proporción de la fuerza laboral y 
el logro en el mejoramiento del trabajo formal pero la realidad es otra. Abunda en 
Colombia la informalidad y por consiguiente la ausencia de la seguridad social. Por 
consiguiente la experiencia muestra el crecimiento del sector informal y se traduce en 
tasas de cobertura estancadas o en proceso de reducción.  
 
Aún en países con un elevado crecimiento económico, cada vez más trabajadores, a 
menudo mujeres, se encuentran en empleos menos seguros, como es el trabajo 
eventual, el trabajo a domicilio y algunos tipos de empleo por cuenta propia que carecen 
de cobertura de la seguridad social. Los grupos más vulnerables que no forman parte de 
la fuerza de trabajo, son personas con discapacidad y personas mayores que no 
puedencontar con el apoyo de sus familiares y que no están en condiciones de financiar 
sus propias pensiones.5 

 
En Colombia se cuestionan los anteriores aspectos y por ello generalmente para su 
reconocimiento se debe recurrir a una acción judicial y esto desvirtúa el verdadero 
Estado Social de Derecho. 
 
4. Convenio sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes, 1967(núm. 128) 
5. Convenio sobre la conservación de los derechos en materia de seguridad social, 1982 (núm. 157) 
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3. Regímenes del sistema general de pensiones. 
 
 

 
El sistema general de pensiones está conformado por dos regímenes 
solidariosexcluyentes que coexisten: 
 
 

3.1 Un régimen público: el de prima media con prestación definida, administrado  
por el I.S.S., hoy Colpensiones.  

 
 
El Artículo 155 de la ley 1151 de 2007 dispuso  la creación de una empresa industrial y 
comercial del Estado del orden nacional, conpersonería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente, vinculada al Ministeriode la Protección Social, 
denominada Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES,cuyo objeto 
consiste en la administración estatal del régimen de prima media con prestacióndefinida 
incluyendo la administración de los beneficios económicos periódicos de que trata elActo 
Legislativo 01 de 2005, de acuerdo con lo que establezca la ley que los desarrolle. 
 

3.2 Un régimen privado: el de ahorro individual con solidaridad, administrado por 
losfondos de pensiones (AFP).Este régimen está basado en el ahorro proveniente de las 
cotizaciones y sus respectivosrendimientos financieros, y el bono pensional cuando hay 
lugar a éste, que van a unacuenta individual. La capacidad de pago del afiliado permite 
condiciones particulares,en su defecto los establece la ley; el monto de la pensión 
depende de la cuantía de losaportes y de su rentabilidad.6 
 
 

Sección II.  EL REGIMEN DE TRANSICION. 

 

1. El régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 
expresa:  

"La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de 
semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento 
de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son 
mujeres o cuarenta (40) o más años de edad sin son hombres, o quince (15) o más años 
de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren  

6. Rodríguez Mesa, Rafael,   Editorial: Ediciones Uninorte (Barranquilla, Colombia), Año de edición: 2011, pp 11-34. 
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afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a 
la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente ley.  

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso 
anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el 
promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado 
durante todo el tiempo si éste fuere superior, actualizado anualmente con la base en la 
variación del Índice de Precios al Consumidor, según certificación que expida el DANE 
(…)".7 

Sobre el régimen de transición es importante indicar que de la dualidad de normas 
aplicables para aquellos trabajadores beneficiarios del régimen establecido en el articulo 
36 de la Ley 100 de 1.993 es posible únicamente dentro del régimen de prima media con 
prestación definida, es decir, el del I.S.S. en liquidación, hoy Colpensiones. El régimen de 
transición no opera para los fondos privados. De tal manera que el Decreto 758 de 1.990 
rige únicamente para el  Régimen de Prima Media con Prestación Definida.  

Lo anterior, si tenemos en cuenta que la misma sólo se presenta si concurren los 
siguientes requisitos:  

a) Que a la fecha de entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones, el 
trabajador tuviese dos vinculaciones laborales de diferente naturaleza (v. gr. servidor 
público trabajador particular o servidor público _ trabajador independiente) y que, en 
consecuencia le fueren aplicables regímenes pensionales diferentes, y  

b) Que el trabajador no se encuentre incurso en alguna de las causales que conducen a 
la pérdida de beneficios del régimen de transición (v. gr. que no haya seleccionado el 
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad) pues, como lo indica el citado artículo 36 
en su inciso quinto, en armonía con lo señalado en el Decreto 1160 de 1994, 
modificatorio del Decreto 813 del mismo año, la selección de tal régimen conduce a la 
pérdida de los beneficios de transición. Sin embargo es también  importante indicar que 
el  Acto Legislativo No. 001 de 2.005 establece en su  Parágrafo transitorio 4o. El 
régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 y demás normas que 
desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de julio de 2010; excepto 
para los trabajadores que estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas al menos 
750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del 
presente Acto Legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el año 
2014".8 

7. Estatuto de Seguridad Social y Pensiones. Editorial Leyer, Décima Edición, 2.009. 
8. Estatuto de Seguridad Social y Pensiones. Editorial Leyer, Décima Edición, 2.009. 
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Los requisitos y beneficios pensionales para las personas cobijadas por este régimen 

serán los exigidos por el artículo 36  de la Ley 100 de 1993 y demás normas que 

desarrollen dicho régimen.  

Por consiguiente el Régimen de Transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1.993 sigue 
vigente hasta el año 2014 pero únicamente para los que tengan cotizadas al menos 750 
semanas a la entrada en vigencia del Acto Legislativo 001 de 2005. Este aspecto es 
fundamental para la aplicación del  Decreto 758 de 1990.  

Es oportuno también indicar la normatividad aplicable al régimen de transición: 

- El artículo 53 de la Constitución Política de Colombia dice:  

"El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta 
por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de 
oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la 
cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidadde los beneficios 
mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre 
derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda 
en la aplicación e interpretación de las fuentes formales del derecho; (…)“ 

- El Decreto 813 de 1994  

"Artículo 1º. Campo de aplicación del régimen de transición. El régimen de transición 
previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, será aplicable a las pensiones de vejez 
y jubilación de todos los trabajadores vinculados con empleadores o empresas del sector 
privado que tienen a su cargo el reconocimiento y pago de pensiones, de los servidores 
públicos con vinculación contractual, legal o reglamentaria, de los trabajadores 
independientes y de los afiliados obligatorios o facultativos del Instituto de Seguros 
Social". 

- El Decreto 1160 de 1994  

"Artículo 1º. El artículo 4º. del Decreto 813 quedará así:  

"Pérdida de beneficios. El régimen de transición previsto en el artículo anterior dejará de 
aplicarse en los siguientes casos:  

1. Cuando se seleccione el régimen de ahorro individual con solidaridad, caso en el cual 
se aplicará lo previsto para dicho régimen, inclusive si se traslada de nuevo al régimen 
de prima media con prestación definida. (…)". 

- Artículo 16 de la Ley 100 de 1993  
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"Ninguna persona podrá distribuir las cotizaciones obligatorias entre los dos Regímenes 
del Sistema General de Pensiones". 

- Artículo 20, parágrafo segundo del Decreto 692 de 1994  

"Los afiliados sólo podrán cotizar a una administradora, aunque preste servicios a varios 
empleadores o sea a la vez trabajador dependiente o independiente". 

"En aquellos casos en que el afiliado perciba salarios de dos o más empleadores, las 
cotizaciones correspondientes serán efectuadas en forma proporcional al salario 
devengado de cada uno de ellos, y dichos salarios se acumularán para efectos del monto 
de la pensión". 

De tal manera que de conformidad con lo establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 
1993 - El Régimen de Transición -, aquellas personas que al 1° de abril de 1994 
cumplían alguna de las dos condiciones dispuestas por la norma (edad o tiempo de 
servicio cotizado), tienen derecho a que, para el reconocimiento de la pensión de vejez, 
se les tomen en cuenta los requisitos de edad, tiempo de servicio o número de semanas 
cotizadas y el monto de la pensión establecidos en las disposiciones que se les venía 
aplicando y en este caso concreto el Decreto 758 de 1990, y cuya aplicación es exclusiva 
del Régimen de Prima Media con Prestación Definida. 

Partiendo del supuesto de que la persona al 1º de abril de 1994 estaba vinculada al 
Instituto de Seguros Sociales y contaba con más de 35 años de edad en el caso de las 
mujeres o 40 años en los hombres, o 15 o más años de servicio o cotizaciones, resulta 
beneficiaria del régimen de transición de que trata la Ley 100 de 1993. Es de advertir que 
el régimen de transición se pierde, tal como lo disponen los incisos 4° y 5° del artículo 36 
de la citada Ley 100, en el evento en que estas personas se trasladen voluntariamente al 
Régimen de Ahorro Individual. 

Ahora bien, para determinar la normatividad que le resulta aplicable en virtud del aludido 
régimen de transición, si a la fecha señalada se encontraba vinculada al Instituto de 
Seguros Sociales, es decir que no se había presentado ni reportado la novedad de retiro, 
le resulta aplicable lo previsto en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el 
Decreto 758 de ese mismo año en lo relacionado con edad, tiempo de servicio o 
cotización y monto de la prestación allí establecida. 

Así las cosas, en el caso de las mujeres, una vez se acredite el cumplimiento de los 55 
años de edad y quinientas (500) semanas cotizadas dentro de los últimos veinte años 
anteriores al cumplimiento de la edad mínima, podrá obtener el reconocimiento pensional 
en las condiciones establecidas en el Acuerdo 049 de 1990. 

En el evento en que las quinientas semanas señaladas anteriormente no se hayan 
cotizado dentro de los veinte años anteriores al cumplimiento de la edad, sólo podrá 
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acceder a la pensión de vejez una vez acredite como mínimo mil semanas de cotización 
en cualquier tiempo. 

El régimen de transición nace con la Ley 100 de 1.993 e inicia a regir a partir del primero 
(01) de abril de 1994 y tiene los siguientes fundamentos legales para su creación: 

En todo cambio de normatividad siempre habrá quien quede ad portas de obtener el 
derecho en los términos de la norma derogada, que en la mayoría de los casos es más 
beneficiosa que la nueva ley. Y es lo que se pretende con el régimen de transición 
pensional, que a las personas que tenían una expectativa más próxima a consolidar 
supensión no se les trunque ese derecho y puedan pensionarse con los requisitos de la 
normatividad que los cobijaba al momento de entrar a regir la nueva ley. 

Por lo anterior es claro que no serán beneficiarias del régimen de transición, las personas 
que cumplan todos los requisitos consagrados en la ley objeto de reforma para 
pensionarse, porque en este caso lo que existe es un derecho adquirido a la pensión que 
no puede ser reformado por la nueva ley. 

Se concluye de todo lo anterior que la persona afiliada al I.S.S. en liquidación, hoy 
Colpensiones, (Régimen de Prima Media con Prestación Definida) y se encuentra en el 
Régimen de Transición, tienen derecho a los incrementos contemplados en los 
siguientes artículos del Decreto 758 de 1.990, así:  
 

“ARTÍCULO 21. Incrementos de las pensiones de invalidez por riesgo común y vejez. Las 
pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así: 

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o 
hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de 
los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan 
económicamente del beneficiario y, 

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o 
compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no 
disfrute de una pensión.Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de 
vejez por estos conceptos, no podrán exceder del cuarenta y dos por ciento (42%) de la 
pensión mínima legal. 

ARTÍCULO 22. NATURALEZA DE LOS INCREMENTOS PENSIONALES. Los 
incrementos de que trata el artículo anterior no forman parte integrante de la pensión de 
invalidez o de vejez que reconoce el Instituto de Seguros Sociales y el derecho a ellos 
subsiste mientras perduren las causas que les dieron origen. El Director General del ISS 
establecerá los mecanismos necesarios para su control.”9 

9. Estatuto de Seguridad Social y Pensiones. Decreto 758 de 1.990.Editorial Leyer, edición 2011. 
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2. Personas a las que se aplica el régimen de transición. 
 

La ley 100 de 1993, en el Art. 36 consagró una transición para las personas que al 
momento de entrar a regir dicha ley tuvieran, 35 años de edad, mujeres y 40 años de 
edad, hombres, o 15 años de servicios cotizados, quienes quedarían cobijados en lo que 
se refiere a la edad, tiempo de servicio o semanas cotizadas y monto, en los términos 
que establecía la ley que los cobijaba al momento de entrar a regir dicha ley. 

Según lo prescribe el inciso 5º del artículo 36, el régimen de transición no será aplicable 
para quienes habiendo escogido el régimen de ahorro individual con solidaridaddecidan 
cambiarse al de prima media con prestación definida. 

Respecto a este inciso, la Corte Constitucional, mediante la sentencia C-789 de 
2002,declaró la exequibilidad, “en el entendido que el régimen de transición se aplica 
aquienes, estando en el régimen de prima media con prestación definida, y setrasladaron 
al régimen de ahorro individual con solidaridad, habiendo cumplido elrequisito de quince 
(15) años o más de servicios cotizados al momento de entrar envigencia el sistema de 
seguridad social en pensiones, y decidan regresar al régimen deprima media con 
prestación definida, siempre y cuando: a) trasladen a éste todo elahorro que efectuaron 
al régimen de ahorro individual con solidaridad; y b) dicho ahorrono sea inferior al monto 
del aporte legal correspondiente, en caso que hubierenpermanecido en el régimen de 
prima media”. 

Y así se reiteró en la C-1024 de 2004 que decidió la exequibilidad del literal E del Art.2de 
la 797 de 2003, que consagra la prohibición, después de un año de vigencia de estaley, 
de trasladarse cuando le falten 10 años o menos para cumplir la edad para tenerderecho 
a la pensión de vejez, salvo para quienes conforme a lo dispuesto en lasentencia C- 789 
de 2002, pueden regresar en cualquier tiempo al régimen de primamedia con prestación 
definida. 

 

3. Reformas al Régimen de Transición. 

 

El régimen de transición, no obstante la discusión, de constituir la consagración de 
dichorégimen un derecho adquirido para las personas que al entrar a regir la ley 100 
reuníanlos supuestos consagrados en el inciso 2 del Art. 36, ha tenido varias reformas, 
así:  

- El Art. 18 de la Ley 797 de 2003, dispuso: 
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“Se modifica el inciso segundo, se modifica el inciso quinto y se adiciona el parágrafo 2o. 
delartículo 36 de la Ley 100 de 1993, así: 

La edad para acceder a la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar 
en vigenciael sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o 
cuarenta (40) o másaños de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios 
cotizados, será la establecidaen el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las 
demás condiciones, requisitos y montode la pensión de acuerdo con lo señalado en el 
numeral 2 del artículo 33 y artículo 34 de esta ley,aplicables a estas personas, se regirán 
por las disposiciones contenidas en la presente ley. 

Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen de ahorro individual 
consolidaridad decidan cambiarse al de prima media con prestación definida, con 
excepción deaquellos afiliados que a 1o. de abril de 1994 tenían 15 o más años de 
servicios prestados osemanas cotizadas, caso en el cual podrán pensionarse con el 
régimen anterior cuando cumplanlos requisitos exigidos para tener derecho a la pensión 
de vejez, siempre y cuando cumplan conlos siguientes requisitos: 

a) Que se traslade al fondo común de naturaleza pública del ISS, el capital ahorrado en 
su cuentaindividual de conformidad con las normas previstas por la Ley 100 de 1993 y 
sus decretosreglamentarios; 

b) Que el capital ahorrado en la cuenta individual, descontado el bono pensional, no sea 
inferioral monto de las cotizaciones correspondientes en caso que hubieran permanecido 
en el régimende prima media administrado por el ISS. 

Para quienes el 1o. de abril de 1994 tenían 15 años de servicios prestados o semanas 
cotizadas yse hubieren trasladado al régimen de ahorro individual con solidaridad, el 
monto de la pensiónvejez se calculará de acuerdo con lo establecido en la Ley 100 de 
1993 para el régimen de ahorroindividual con solidaridad. 

PARÁGRAFO 2o. Para los efectos de la presente ley se respetarán y garantizarán 
integralmentelos derechos adquiridos a quienes hoy tienen la calidad de pensionados de 
jubilación, vejez,invalidez, sustitución y sobrevivencia en los diferentes órdenes, sectores 
y regímenes, así como aquienes han cumplido ya con los requisitos exigidos por la ley 
para adquirir la pensión, pero no seles ha reconocido”.10 

La edad para acceder a la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar 
en vigenciael sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o  

 

10. Acto legislativo 001 de 2.005. Diario Oficial No. 45.980 de 25 de julio de 2005 
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cuarenta (40) o másmediante la sentencia C-754 del 10 de agosto de 2004, fue 
reformado por el actolegislativo 001 de 2005, que dispuso: 

“A partir de la vigencia del presente acto no habrá regímenes especiales ni 
exceptuados,salvo el aplicable a la fuerza pública y al del Presidente de la República y a 
loestablecido en los parágrafos del artículo 1º. de dicho acto, que expirarán el 31 dejulio 
de 2010”. 

El régimen de transición establecido en la ley 100 de 1993, y demás normas 
quedesarrollen dicho régimen, expirará el 31 de julio de 2010, con la salvedad de 
lostrabajadores que estando en dicho régimen, al momento de entrar a regir este 
actotengan 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicio, para quienes el 
régimen detransición se mantendrá hasta el 2014.”11 

 

 
 

4. Normas aplicable al régimen de transición: 
 
 
 
A. El Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 expresa:  
 
 
‘Régimen de Transición. La edad para acceder a la pensión de vejez continuará en 
cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el 
año 2014, fecha en la cual la edad se incrementará en 2 años, es decir, será de 57 años 
para las mujeres y 62 para los hombres.  
 
"La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de 
semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento 
de entrar en vigencia el Sistema tengan 35 o más años de edad si son mujeres o 40 o 
más años de edad si son hombres, o 15 o más años de servicios cotizados, será la 
establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás 
condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, 
se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley (...)".  
 
 
B. Artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9° de la ley 797 de 2003  
 
 
“Requisitos para obtener la Pensión de Vejez. Para tener el derecho a la Pensión de 
Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones:  
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11.Acto legislativo 001 de 2.005. Diario Oficial No. 45.980 de 25 de julio de 2005 
 

"1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años  
si es hombre.  
 

"A partir del 1° de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) 
años de la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre,  

"2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo.  
‘A partir del 1° de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 y a 
partir del 1° de enero de 2006 se incrementará en 25 cada año hasta llegar a 1.300 
semanas en el año 2015”.12 
 
 
C. Artículo 37 de la Ley 100 de 1993  
 
"Indemnización Sustitutiva de la Pensión de Vejez. Las personas que habiendo cumplido 
la edad para obtener la pensión de vejez no hayan cotizado el mínimo de semanas 
exigidas, y declaren su imposibilidad de continuar cotizando, tendrán derecho a recibir, 
en sustitución, una indemnización equivalente a un salario base de liquidación promedio 
semanal multiplicado por el número de semanas cotizadas; al resultado así obtenido se 
le aplica el promedio ponderado de los porcentajes sobre los cuales haya cotizado el 
afiliado”. 
 
 
D. Régimen de transición del Instituto de los Seguros Sociales - ISS.(Hoy  
Colpensiones). 
 
 
Aplicación del Decreto 758 de 1990 en el Régimen de Transición del Articulo 36 de la Ley 
100 de 1993: 
 
 Tienen derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos:  
 

1. Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más 
años de edad, si se es mujer. 2. Un mínimo de quinientas (500) semanas de 
cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento 
de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas 
de cotización, sufragadas en cualquier tiempo. 3. El monto de la pensión equivale 
a una cuantía básica igual al cuarenta y cinco por ciento (45%) del salario mensual 
de base, con aumentos equivalentes al tres por ciento (3%) del mismo salario 
mensual de base por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el 
asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas (500)  
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12. Ley 100 de 1.993, Editorial Temis, edición 2010, p.p. 16-40. 
semanas de cotización. El valor total de la pensión no podrá superar el 90% del 
salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo legal mensual ni superior 
a quince veces este mismo salario. 

 
El tema controversial: El acto legislativo numero 01 de 2005 que adiciono normatividad al 
artículo 48 de la constitución nacional y más exactamente en el parágrafo transitorio 4 
señaló: " El régimen de transición establecido en la ley 100 de 1993 y demás normas que 
desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de Julio de 2010;excepto 
para los trabajadores que estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas al menos 
750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del 
presente acto legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el 2014...".  
 
Puntos de la polémica: A) Acto legislativo 01 de 2005 Parágrafo transitorio 4 que a 
aborda el tema de 750 semanas al 31 de Julio de 2010 para continuar con el Régimen de 
transición vs inciso 6 del art. 1 del acto legislativo 01 de 2005 que nos reseña el respeto 
a los derechos adquiridos en materia pensional. B) Sentencia T- 818 de 2007 "...Por 
tanto, aquellas personas que, al momento de entrar a regir el artículo 36 de la ley 100 de 
1993, hubiesen cotizado quince años o cumplieran con los requisitos de edad, 
adquirieron el derecho a pensionarse bajo los parámetros definidos en el sistema 
anterior.”13 

 
El tema de derecho adquirido referenciado en el Régimen de Transición de la ley 100 de 
1993 ha de entenderse desde el momento en que cumplió con los requisitos señalados 
en el artículo 36 en cuanto a edad o tiempo laborado más la norma aplicable antes del 
nuevo régimen de la ley 100 y para ello sería el acuerdo 049 y decreto 758 de 1990, tal 
como lo ratifica la sentencia de tutela de la Corte Constitucional. Este concepto tiene más 
fuerza cuando el mismo acto legislativo señala que hasta el 2014 se mantendrá el 
régimen de transición. Luego los incrementos de las pensiones por invalidez por riesgo 
común y vejez, del siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de 
los hijos o hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por 
cada uno de los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que 
dependan económicamente del beneficiario y un catorce por ciento (14%) sobre la 
pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que 
dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión, están vigentes hasta el 
año 2.014.  

 

5. Requisitos del régimen de transición de la Ley 100 de 1993 y del Decreto 
758 de 1990 
 

Como es sabido, antes de la Constitución de 1991 y de la Ley 100 de 1993, en Colombia no  
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13. Corte Constitucional, Sentencia T-714 de 2.011, Magistrado Ponente: Jaime AraujoRentería. 

se contaba con un sistema integral de pensiones, sino que coexistían múltiples regímenes, 
administrados por distintas entidades. 

Según sentencia C-177 de mayo 4° de 1998, M. P. Alejandro Martínez Caballero, “una de 
las finalidades esenciales de la Ley 100 de 1993, en desarrollo de los principios de 
universalidad, eficiencia y solidaridad que rigen la seguridad social (CP art. 48), fue superar 
esa desarticulación entre los distintos regímenes pensionales, que no solo hacía más difícil 
el manejo general de esta prestación sino que se traducía en inequidades manifiestas para 
los trabajadores”.14 

Sin embargo, el legislador estableció en el artículo 36 de la referida Ley una consideración 
hacia aquellas personas que tenían una expectativa legítima de pensionarse bajo los 
anteriores regímenes; así, en el entendido de esta corporación, “la creación de un régimen 
de transición constituye entonces un mecanismo de protección para que los cambios 
producidos por un tránsito legislativo no afecten desmesuradamente a quienes, si bien no 
han adquirido el derecho a la pensión, por no haber cumplido los requisitos para ello, 
tienen una expectativa legítima de adquirir ese derecho, por estar próximos a cumplir los 
requisitos para pensionarse, en el momento del tránsito legislativo”. 15 

Las condiciones que dicho artículo impuso se pueden resumir así: las personas que en 
abril 1° de 1994, tuvieran (i) treinta y cinco años o más si son mujeres, (ii) cuarenta años 
o más si son hombres o, (iii) quince años o más de servicios cotizados.16 

Ahora bien, el “régimen anterior al cual se encontraban los afiliados a esa fecha”, es el que 
establece las condiciones de edad, tiempo de servicio y monto de la pensión de vejez que 
el beneficiario de la transición debe cumplir para cada caso concreto. Así, es relevante 
precisar, a efectos de esta sentencia, que dichas especificidades se encuentran en el 
artículo 12 del Decreto 758 de 1990, que aprobó el Acuerdo 049 de 1990, “por el cual se 
expide el Reglamento General del Seguro Social Obligatorio de Invalidez, Vejez y Muerte”,  

luego los incrementos del articulo 21 del mismo decreto se encuentran vigentes hasta el 
año 2.014. 

 
6. El principio de favorabilidad. 

 
 
El principio de favorabilidad en materia laboral, consagrado en los artículos 53 de la 
Constitución Política y 21 del Código Sustantivo del Trabajo, consiste en la obligación de 
todo servidor público de optar por la situación más favorable al empleado, en caso de 
duda en la aplicación e interpretación jurídica.16 

 
14. Corte Constitucional, Sentencia T-714 de 2.011, Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería. 
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15. Corte Constitucional, Sentencia T-714 de 2.011, Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería. 

16. Constitución Nacional, Editorial Leyer, edición 2.009... 

El principio apunta a superar controversias respecto de la aplicación de dos normas y 
cuando un precepto admite diversas interpretaciones. A juicio de la Corte Constitucional, 
“la favorabilidad opera, entonces, no sólo cuando existe conflicto entre dos normas de 
distinta fuente formal, o entre dos normas de idéntica fuente, sino también cuando existe 
una sola norma que admite varias interpretaciones…”.17 
 
Profundizando en el último escenario propuesto, “cuando una norma admite varias 
interpretaciones, ha expuesto esta Corte que para la aplicación de la favorabilidad deben 
presentarse, además, dos elementos, a saber: (i) la duda seria y objetiva ante la 
necesidad de elegir entre dos o más interpretaciones, ello, en función de la razonabilidad 
argumentativa y solidez jurídica de una u otra interpretación; y, (ii) la efectiva 
concurrencia de las interpretaciones en juego para el caso concreto, es decir, que sean 
aplicables a los supuestos fácticos concretos de las disposiciones normativas en 
conflicto. 
 
Según ha señalado la Corte, un problema de interpretación existe cuando no hay duda 

sobre cuál sea la norma aplicable, pero la norma en cuestión admite más de una lectura 

y se duda cual de estas se debe aplicar al caso concreto1. Cuando la discusión involucra 

los derechos de los (las) trabajadores(as), por mandato constitucional, se debe 

seleccionar entre dos o más entendimientos posibles de una norma aquel que favorece 

al trabajador(a) y no el que lo (la) desfavorece o perjudica.  

Según la jurisprudencia constitucional, el principio de favorabilidad tiene dos elementos: 

i) la noción de duda ante la necesidad de elegir entre dos o más interpretaciones y ii) la 

noción de interpretaciones concurrentes.  

Sobre el primer elemento, la Corte ha indicado que “la duda debe revestir un carácter de 

seriedad y objetividad” y que éstas características “dependen a su vez de la 

razonabilidad de las interpretaciones” y de su “fundamentación y solidez jurídica.   

Respecto del segundo elemento, la Corte ha advertido que las interpretaciones que 

generan duda deben, además, “ser efectivamente concurrentes al caso bajo estudio, 

esto es, deben ser aplicables a los supuestos de hecho de las disposiciones normativas 

en juego y a las situaciones fácticas concretas”18. 

En el caso concreto del Decreto 758 de 1.990 y los incrementos del artículo 21 del 
mismo, los demandantes siempre argumentan que la Ley 100 de 1993, no los ha 
derogado. Y es así como Jueces de la República en sus sentencias sostienen que dichos 
incrementos desaparecieron, dado que “la Ley 100 de 1993 no previó los incrementos 

                                                           
17 Sentencia T-891-2011, T-430 de 2011. 
18. Sentencia T-036-2011, Sentencia T-559-2011. 
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pensionales que regulaba las disposiciones para los seguros de invalidez, vejez y muerte 
a cargo del Instituto de Seguros Sociales anteriores al sistema de seguridad social 
integral” y al ocuparse del monto de la pensión de vejez, advierte que el legislador no 
incluyó en su Ingreso Base de Liquidación los citados “incrementos por personas a 
cargo”, y que en estas circunstancias los mismos no hacen parte de la respectiva 
pensión, los cuales resultan improcedentes respecto de quien cumplió los requisitos en 
vigor de la citada ley de seguridad social. Pero se requiere en este caso la armonía con 
lo dispuesto en el artículo 48 de la Carta Política y el Acto Legislativo No. 1° de 2005 que 
en afirma que el Régimen de transición estará vigente hasta el 2.014, luego el Decreto 
758 de 1.990 y sus incrementos están vigentes en la legislación laboral y social en 
Colombia.  
 
Es así como la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de instancia que rememora la 
censura, se reexaminó el tema y en casación del 27 de julio de 2005 radicación 21517 
que le sirvió al Tribunal de apoyó para soportar su decisión, por mayoría se definió que 
los incrementos por personas a cargo previstos en el artículo 21 del Acuerdo 049 
aprobado por el Decreto 0758 de 1990, aún después de la promulgación de la Ley 100 
de 1993 mantienen su vigencia, para quienes se les aplica el mencionado Acuerdo del 
ISS por derecho propio o transición, siendo este el criterio el que actualmente impera. 
 
Luego cuando a los beneficiarios de “un régimen de transición se les reconoce que las 
normas propias para su caso son las contenidas en el régimen anterior, quiere decir ello 
que todos sus derechos pensionales se derivan de la regulación vigente antes de entrar 
en aplicación las nuevas disposiciones. El axioma es sencillo: Si a los beneficiarios de 
pensiones de vejez se les aplica un régimen anterior vigente, es todo en su conjunto y no 
solamente, como se pretende, una parte de la normatividad que venía rigiendo. Y está 
premisa es valida para todos los trabajadores que se hallan cobijados por las 
disposiciones del acuerdo 049 de 1990 y su decreto reglamentario”.19 
 
Para ello también es necesario convencer a las autoridades pensionales o a los jueces, 
que el artículo 21 del acuerdo 049 de 1990 no desaparecido en razón a que fue omitida 
su mención en la Ley 100 de 1.993 y para resolver la dubitativa interpretación, se acude 
al Art. 21 del Código Sustantivo del Trabajo que consagra los principios de favorabilidad 
y de inescindibilidad de las normas. Esto nos conduce a que en caso de conflicto o duda 
sobre la aplicación de una norma, prevalece la más favorable al trabajador y que la que 
se adopte debe aplicarse en su integridad.Lo importante y fundamental es que el I.S.S.  
hoyColpensiones,  reconozca al usuario como beneficiario del Régimen de Transición 
pues el artículo36 indica que para los efectos de otorgar la pensión de vejez a quienes 
tuvieran edad, tiempo de servicio o semanas cotizadas, debería aplicárseles el régimen 
anterior. Este régimen anterior no es otro que el consagrado en el Acuerdo 049 de 1990 
aprobado por el decreto 758 del mismo año. Y su aplicabilidad debe ser total. 
 
Es verdad que los incrementos de las pensiones no están involucrados en la mencionada  
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19. Acta audiencia de juzgamiento Tribunal Superior de Bogotá, Sala Laboral, radicado 0720090077701, 31 de mayo de 2010 

 
Ley 100, pero ello no significa que pierdan su vigencia; por el contrario, si tal 
normatividad no los reguló, no quiere decir que los hubiera derogado, entonces en ese 
orden conservan su pleno vigor. Los Arts. 31, 34 y 40 de la Ley 100 no dispusieron nada 
respecto a los mencionados incrementos. Pero no explica su confusión con el Art. 36 del 
régimen general de pensiones que retrotrajo el régimen anterior o sea, el del Acuerdo 
ISS 049 de 1990 que se aplica a todos quienes reúnan las condiciones fijadas por dicha 
normatividad. 
 
 
 
Sección III. Derechos adquiridos, la Declaración de los derechos humanos y los  

Convenios internacionales del trabajo. 
 
 

Los derechos que se derivan del concepto de seguridad social, entre ellos el derecho a la 
pensión de vejez, son derechos reconocidos por la doctrina internacional como “derechos 
de segunda generación”, esto es, aquellos llamados derecho-prestación. Estos derechos, 
a diferencia de los de primera generación o derechos fundamentales, que por tener un 
contenido axiológico inherente a la naturaleza humana tienen una eficacia jurídica directa, 
implican, en cambio, un desarrollo legislativo para poder hacerse efectivos. 

“En relación con ellos, la doctrina, con base en la interpretación del derecho internacional 
vigente, en especial del artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, expone que son “derechos” en la medida 
en que sus titulares pueden demandar su cumplimiento con fundamento en las normas 
legales, pero que de cara a su reconocimiento por parte del legislador, éste no está 
necesariamente obligado a ello, sino que su obligación se concreta en el imperativo de 
dedicar los recursos económicos y financieros de la sociedad a su satisfacción. Por lo 
tanto, a diferencia de los derechos de primera generación o derechos de la persona 
humana, cuyo reconocimiento se impone al constituyente, al legislador y al juez, y sobre 
cuya efectividad funda el Estado Social de Derecho su legitimidad, los derechos de 
segunda generación o derechos económicos, sociales y culturales, exigen desarrollo 
legislativo para poder hacerse eficaces. 

En efecto, el artículo 26 del Pacto de San José de Costa Rica se refiere al desarrollo 
progresivo de los derechos de segunda generación, prescribiendo que los Estados 
signatarios se comprometen a adoptar las providencias necesarias para lograr 
progresivamente “la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, ... , en la medida de los recursos disponibles, 
por vía legislativa u otros medios apropiados.”20. 
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20. Sentencia C-596 del 20 de noviembre de 1997. Expediente D-1679. M. P. Vladimiro Naranjo Mesa. 

De tal manera que la obligación del Estado Colombiano es “lograr progresivamente” la 
efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales, y “en la medida de los 
recursos disponibles”, en aplicación del  Estado Social de Derecho y de ello dependerá el 
desarrollo legislativo y económico a aplicar a la comunidad que adquiere los derechos 
pensionales.  

Por ello la ConstituciónPolítica en el artículo 48 de la Carta Política exprese que la 
Seguridad Social era un servicio público que se prestaría en los términos que estableciera 
la ley; que el Estado, con la participación de los particulares, ampliaría progresivamente la 
cobertura de la Seguridad Social, que comprendería la prestación de los servicios en la 
forma que determinara la ley ; y que la seguridad social podría ser prestada por entidades 
públicas o privadas, de conformidad con la ley. 

En tal sentido la Sentencia C-126 de 1995, (M.P. doctor Hernando Herrera Vergara), 
expresó lo siguiente: 

“En tal virtud, el constituyente atribuyó al legislador amplias facultades encaminadas 
al desarrollo del derecho a la seguridad social, dentro de las cuales están las de 
señalar la forma y condiciones en que las personas tendrán acceso al goce y disfrute 
de la pensión legal, v.gr, la edad que se exige para acceder a ella, así como la 
posibilidad de su variación o modificación hacia el futuro.” 

Es por eso que el derecho a la seguridad social no se tiene o se reclama por el simple 
hecho de ser persona humana, como si sucede con los derechos fundamentales y para 
ser titular de ellos es necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos que la ley, para 
adquirirlos. Es así que las consecuencias jurídicas son bien distintas tal como lo indica el 
articulo 58 la Carta Política: “no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 
posteriores”. 

Para el caso concreto las personas beneficiarias del régimen de transición al que se ha 
hecho referencia anteriormente, resulta evidente que, por cuanto ellas, al momento de 
entrar a regir la Ley 100 de 1993 no habían cumplido aún con los requisitos exigidos para 
acceder a la pensión de jubilación o de vejez por el régimen pensional al cual estuvieran 
afiliadas, no habían adquirido ningún derecho en tal sentido, y sólo tenían al respecto una 
expectativa de derecho.  

De esta manera, se encuentra ya definido por la Corte que el inciso segundo del artículo 
36 de la Ley 100 de 1993, no resulta lesivo de derechos adquiridos, sino que, al contrario, 
propugna por proteger lo que tan sólo son expectativas de derecho de ciertos 
trabajadores. 
 
Finalmente nos parece importante citar las resoluciones de la OIT sobre la seguridad 
social: 
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Definitivamente la seguridad social en Colombia tiene una profunda repercusión en todos 
los sectores de la sociedad.Esto hace y permite que los trabajadores y sus familias 
tengan acceso a la asistencia médica y cuenten con protección contra la pérdida de 
ingresos, sea durante cortos períodos en caso de desempleo, maternidad o enfermedad, 
sea durante períodos largos debido a la invalidez  a un accidente del trabajo. Además 
proporciona ingresos a las personas durante sus años de vejez pues los niños se 
benefician de los programas de seguridad social destinados a ayudar  sus familias para 
cubrir los gastos de educación.  
 
La seguridad social ayuda a mantener unas relaciones laborales estables y una fuerza 
detrabajo productiva. La seguridad social también contribuye a la cohesión social y 
alcrecimiento y desarrollo general del país mediante la mejora de las condiciones de 
vida,amortiguando los efectos de las transformaciones estructurales y tecnológicas en las 
personas y, por tanto, sentando las bases para un enfoque más positivo sobre la 
globalización. Es por esto que la OIT con frecuencia establezca los parámetros al respeto 
a los derechos laborales que sostienen la justicia social en beneficio del trabajador y sus 
familias mediante el reconocimiento de los convenios que la mayoría de los países 
comparten en sus diferentes modelos de estado, tales como:  
 
 
 

- Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102) 
- Convenio sobre la igualdad de trato (seguridad social), 1962 (núm. 118) 
- Convenio sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y 

enfermedades profesionales, 1964 (Cuadro I, Lista de Enfermedades 
profesionales, Enmendado en 1980) (núm. 121) 

- Convenio sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes, 1967 
(núm. 128) 

- Convenio sobre la conservación de los derechos en materia de seguridad social, 
1982 (núm. 157). 

- Convenio sobre la conservación de los derechos en materia de seguridad social, 
1982 (núm. 157).21 
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21. Muñoz, Ángel, Confianza  en el futuro, Propuestas para un mejor sistema  de pensiones. Grupo editorial norma.  Edición 2001.  

Pp. 20-60. 

 
 

SEGUNDA PARTE: EL DECRETO 758 DE 1.990 (Acuerdo 049 de 1.990). 

 
 
 
En la segunda parte del presente proyecto, se hace énfasis en los aspectos esenciales 
del decreto 758 de 1.990 en lo referente a los incrementos pensionales y para ello se 
elaboran varias preguntas y sus respuestas correspondientes con la cita de los artículos 
precedentes. La intensión es mostrar en forma pedagogía su contenido. 
 
 

- ¿Qué son los incrementos pensionales?  
 

 
Consisten en los incrementos por personas a cargo, los cuales están consagrados en el 
artículo 21 y 22 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 de 1990:  
 
 
“Articulo 21. Incrementos de las pensiones de invalidez por riesgo común y vejez. Las 
pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así: 
 
 
a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o 
hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de 
los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan 
económicamente del beneficiario y, 
 
b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o 
compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no 
disfrute de una pensión. 
Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos 
conceptos, no podrán exceder del cuarenta y dos por ciento (42%) de la pensión mínima 
legal. 
 
Articulo 22. Naturaleza de los incrementos pensionales. Los incrementos de que trata el 
artículo anterior no forman parte integrante de la pensión de invalidez o de vejez que 
reconoce el Instituto de Seguros Sociales y el derecho a ellos subsiste mientras perduren 
las causas que les dieron origen. El Director General del ISS establecerá los 
mecanismos necesarios para su control.” 
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- ¿A quienes (los beneficiarios) se les otorga los incrementos de pensionales de 
invalidez y vejes contemplados en el Decreto 758 de 1.990? :  

 
 
Se les otorga a: 
 
 

➢ Cónyuge a cargo o compañera (o) permanente.  
➢ Hijos (a)menores de 16 años edad o de 18 años si estudian. 
➢ Hijos (a)  si es discapacitado y de cualquier  edad. 

 
 

- ¿A quienes se les aplica el Decreto 758 de 1.990?  
 
 
A las personas que se pensionen o se hayan pensionado bajo el régimen de transición  
 
 

- ¿Cuál es el procedimiento para obtener los incrementos del Decreto 758 de 
1.990?  

 
 
Lo primero que se debe hacer para obtener los incrementos, es solicitarlos al ISS (en la 
actualidad a COLPENSIONES), mediante derecho de petición, dando a conocer la 
situación particular del pensionado(a).  
 
 

- ¿Qué sucede si la respuesta es negativa por parte del  Seguro Social hoy 
Colpensiones? 
 

 
En este caso se inicia un proceso ordinario mediante la instauración de la demanda ante 
la jurisdicción laboral donde se le debe demostrar al Juez la dependencia económica de 
la persona por la que se pretenda incrementos.  
 
 
Es necesario e indispensable tener en cuenta los siguientes aspectos: 
 
 

➢ Tener como prueba testigos que serán llamados a narrar en su condición.  
➢ Los testigos casi siempre se limitan a dos, siempre y cuando el Juez este lo 

suficientemente ilustrado para fallar. 
➢ Los testigos deben indicar las respuestas acertadas o que hagan referencia 

dependencia, la convivencia, las situaciones particulares de él o la cónyuge, 
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compañero(a) permanente o hijos (as), si estos, si o no son pensionados, reciben 
ayudas, poseen bienes, profesión u oficio, por ejemplo. 

 
 
 
Capítulo I.  Reglamento general del Seguro Social Obligatorio de Invalidez, vejez  

y muerte. Decreto 758 de 1.990. 
 
 
 
SecciónI.   Aspectos esenciales del artículo 21 del Decreto 758 de 1.990.  

Análisis.  
 
 
La pensión de vejez - Acuerdo 049 de 1990 - Incrementos por personas  a cargo: 
Presupuestos, Vigencia.  
 
Las normas de transición se deben aplicar en todo caso y específicamente en lo 
referente a los incrementos del artículo 21 del Acuerdo 049 aprobado por el Decreto 
0758 de 1990. La Corte Suprema de Justicia en sus diferentes pronunciamientos expresa 
que no fueron derogados por la Ley 100 de 1.993 y dijo al respecto:  
 
 
(...) 
 
“Cuando a los beneficiarios de un régimen de transición se les reconoce que las normas 
propias para su caso son las contenidas en el régimen anterior, quiere decir ello que 
todos sus derechos pensionales se derivan de la regulación vigente antes de entrar en 
aplicación las nuevas disposiciones. El axioma es sencillo: Si a los beneficiarios de 
pensiones de vejez se les aplica un régimen anterior vigente, es todo en su conjunto y no 
solamente, como se pretende, una parte de la normatividad que venía rigiendo.  
 
(...) 
 
De la jurisprudencia citada, es razonable concluir, que dicho beneficio se mantiene en 
vigor,  para el afiliado que se le aplique por derecho propio o por transición el aludido 
Acuerdo 049 de 1990.” 
 
Por consiguiente la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que el mentado artículo 21 
del Decreto 758 de 1.990 conserva su vigencia.  
 
Es así como en toda reclamación de los incrementos pensionales es indispensable 
analizar los siguientes presupuestos para de esta manera dar cumplimiento a lo 
declarado exequibles por la Corte constitucional por sentencia C-968 de 2003, “en el 
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entendido que las materias objeto del recurso de apelación incluyen siempre los 
derechos laborables mínimos irrenunciables del trabajador”. 
 
 

a. Estar inmerso en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que consagra la 
transición del Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, y que  
dispone entre otros, que  la edad para acceder a la pensión de vejez, el 
tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la 
pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia 
el Sistema tuvieran 35 ó más años de edad si son mujeres, ó 40 ó más 
años de edad si son hombres, ó 15 ó más años de servicios cotizados, 
serían los establecidos en el régimen anterior al cual se encontraran 
afiliados. 
 

b. Cumplir con  los requisitos del articulo 12 del Decreto 758 de 1.990. A 
estos se les aplica en su integridad pues la Ley 100 de 1.993 no derogó 
dichos incrementos. Es por eso que la Corte Suprema de Justicia 
exprese en el proceso de diciembre 05 de 2.007:  

 

“(….) Cuando a los beneficiarios de un régimen de transición se les reconoce que 
las normas propias para su caso son las contenidas en el régimen anterior, quiere 
decir ello que todos sus derechos pensionales se derivan de la regulación vigente 
antes de entrar en aplicación las nuevas disposiciones. El axioma es sencillo: Si a 
los beneficiarios de pensiones de vejez se les aplica un régimen anterior vigente, 
es todo en su conjunto y no solamente, como se pretende, una parte de la 
normatividad que venía rigiendo. Y está premisa es valida para todos los 
trabajadores que se hallan cobijados por las disposiciones del acuerdo 049 de 
1990 y su decreto reglamentario. 
 
(…) 
 
Es verdad que los incrementos de las pensiones no están involucrados en 
la mencionada Ley 100, pero ello no significa que pierdan su vigencia; por 
el contrario, si tal normatividad no los reguló, no quiere decir que los 
hubiera derogado, entones en ese orden conservan su pleno vigor. 
 
Finalmente, el recurrente aduce una indebida aplicación del Art. 289 de la 
Ley 100 de 1993, pues dicha norma según su entender derogó todas las 
disposiciones que le fueran contrarias. Sin embargo, los incrementos a 
las pensiones  para los beneficiarios del régimen del acuerdo I.S.S. 049 
de 1990, ya por derecho propio o por el de transición no pueden ser 
contrarias.” 
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De la jurisprudencia citada, es razonable concluir, que dicho beneficio se mantiene en 
vigor,  para el afiliado que se le aplique por derecho propio o por transición el aludido 
Acuerdo 049 de 1990. 
 
 
 
SecciónII Incrementos pensionales del 14% por cónyuge, o compañera permanente, 

del 7 % por hijo menor de edad o discapacitado. Articulo 21 del Decreto 758 

de 1.990. 

 
 
La afirmación de la Jurisprudencia de las altas cortes en Colombia, es que todas las 
personas que estén pensionadas actualmente por el Instituto de Seguros Sociales, bajo 
el régimen de transición y exclusivamente para los afiliados al I.S.S, tienen derecho a 
obtener un incremento sobre su pensión equivalente al 14% y/o 7% sobre el salario 
mínimo legal vigente por cónyuge, compañera permanente, hijo menor de edad o 
discapacitado.  
 
Si bien es cierto, este incremento no se menciona en la ley 100 de 1.993, tampoco 
aparecen  derogados expresamente en la precitada norma, de tal suerte que no 
perdieron su vigencia.  
 
Para ello  se elabora una síntesis de las normas que contemplan los incrementos 
pensionales del artículo 21 del  Decreto 758 de 1.990: 
 

1. La Ley 100 de 1.993, modificó sustancialmente el régimen pensional de todos los 

trabajadores en Colombia, derogando expresa y tácitamente normas que 

contenían disposiciones pensionales. En este sentido, se entiende derogado en 

forma tácita el Decreto 758 de 1990, el cual en su Artículo 21, contemplaba 

incrementos sobre las pensiones de invalidez por riesgo común y vejez. 

2.  No obstante, para no afectar los eventuales derechos de muchas personas, la 

Ley 100 de 1993, en su Artículo 36 establecía un régimen de transición que 

permitía a las personas que se encontraban en dicho régimen, pensionarse bajo 

los lineamientos del régimen anterior. 

 En este orden de ideas, el régimen anterior aplicable a los trabajadores particulares 

afiliados al Seguro Social, era el señalado en el Artículo 12 del Acuerdo Nº 049 de 1990 

(Decreto 758/90). 

3. Como observará, el Decreto 758 de 1990 que aprobó el Acuerdo 049 de Febrero 

1° de 1990, no está vigente en su totalidad. Solo para efectos de preservar el 

régimen de transición, algunos artículos conservan su vigencia, y en todo aquello 
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que no contraríe las disposiciones consagradas en el Sistema General de 

Seguridad Social (Ley 100 de 1993), o que no haya sido regulado por el Régimen 

de Prima Media con Prestación Definida, contenido en la misma. 

4.  Con respecto al Artículo 21 del Decreto 758 de 1990, que contemplaba 

incrementos de las pensiones de invalidez por riesgo común y vejez, vale la pena 

señalar que la Ley 100 de 1993, que modificó tales disposiciones, no contempló 

dichos incrementos pero tampoco los derogó en forma expresa.  

 Al respecto, la Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Laboral, en Sentencia de 

Diciembre 05 de 2007, Radicado 29531, M.P, Luis Javier Osaría Giralda, se pronunció en 

este sentido: 

 

 "(...) Siendo compatibles las disposiciones de la Ley 100 de 1.993 y el Acuerdo No. 049 

de 1.990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, como deriva del Artículo 31 de 

aquella, parcialmente transcrito, la Sala encuentra que si bien es cierto los incrementos 

pensionales no forman parle de la pensión de vejez o invalidez, éstos deben ser 

reconocidos, teniendo en cuenta que el régimen de transición por el cuál está cobijado el 

actor, pretende proteger los derechos adquiridos de los beneficiarios del sistema de 

seguridad social bajo el régimen legal anterior, frente a la nueva normatividad. 

 ... En tales ocasiones, como precedente jurisprudencial, se ha citado el siguiente: 

 “Cuando a los beneficiarios de un régimen de transición se les reconoce que las normas 

propias para su caso son las contenidas en el régimen anterior, quiere decir ello que 

todos 'sus derechos pensionales se derivan de la regulación vigente antes de entrar -en 

aplicación las nuevas disposiciones. El axioma es sencillo: Si los beneficiarios de 

pensiones de vejez se les aplica un régimen anterior vigente, es todo en su conjunto y no 

solamente como se pretende, una parle de la normatividad que venia rigiendo. Y ésta 

premisa es válida para todos los trabajadores que se hayan cobijados por las 

disposiciones del Acuerdo 049 de 1990 y su decreto reglamentario.” 

De tal manera que el fin del régimen de transición es proteger  a los trabajadores frente a 

la sucesión normativa y ponerlos a salvo de las modificaciones de la nueva ley, lo cual es 

potestad exclusiva del legislador, en tales eventos de cambio de legislación puede el 

congreso ordenar que a cierto grupo de trabajadores se le respeten todas las 

condiciones de la ley anterior o puede optar por un régimen de transición restringido, es 

decir, estableciendo que solo se respetarán algunas de las condiciones contempladas en 

las leyes precedentes; en Colombia, se optó por esta última tesis, es decir una transición 

restringida a ciertos aspectos. 
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 Para el caso especifico de los incrementos pensionales, como tales beneficios no se 

encuentran dentro de las prestaciones que de manera expresa reconoce la Ley 100 de 

1993, ello quiere decir que a partir de su vigencia han dejado de existir, excepto para 

quienes tenían un derecho adquirido, de lo contrario la Ley de Seguridad Social los 

hubiese contemplado. 

 Se considera que éste es un caso de derogatoria tácita, toda vez que aunque de manera 

expresa el articulo 289 de la referida ley 100 no los derogó, tal precepto aclaró que 

también se derogaban <las disposiciones que le sean contrarias>, por tanto al no ser 

contemplados los incrementos dentro de las prestaciones que la ley de Seguridad Social 

concede a los pensionados por vejez, ello quiere decir que el articulo 21 del acuerdo 049 

de 1990, si es contrario a las prestaciones de la referida Ley 100 de 1993, en 

consecuencia quedaron derogados”. 

Finalmente se anexa el concepto 12921  de agosto 10 de 2.009 del Directo Jurídico 
Nacional de I.S.S. sobre la vigencia de los incrementos pensionales del Decreto 758 de 
1.990.  
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TERCERA PARTE: LA JURISPRUDENCIA EN EL DECRETO 758 DE  

1.990 Y EN EL REGIMEN DE TRANSICION DE LA 
LEY 100 DE 1.993.  

 
 

 
Sección I.     De la Corte Suprema de Justicia. 
 
 
 
Para sustentar la legalidad de los incrementos contenidos en el artículo 21 del Decreto 
758 de 1.990, se expone la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 
 
La Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ratifica el incremento pensional 
contenido en el articulo 21 del Decreto 758 de 1.990 exclusivamente para las personas 
que se encuentran en el régimen de transición, es decir, las personas que al 1° de abril 
de 1.994, tenían 35 años si se trata de una mujer y 40 años si se trata del hombre o que 
tenga 15 años cotizados. 
 
Como aporte a la sustentación jurisprudencial, se anexan apartes de varias sentencias: 
 
 
 

A. LA SENTENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL, DR. LUIS JAVIER 

OSORIO LOPEZ, Magistrado Ponente, Radicación N° 29741, Acta N° 98, 

Bogotá, D.C., cinco (05) de diciembre de dos mil siete (2007), Expresa:  

 
 

(…) “El citado accionante demandó al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, 
procurando se le declarara que en su calidad de pensionado tiene derecho al pago de los 
incrementos pensionales equivalentes al 14% de un salario mínimo por su cónyuge Aura 
Cecilia Plazas Parra y al 7% de ese mismo salario por cada uno de sus hijos Sandra Inés 
y Carlos Andrés Cely Plazas, previstos en los artículos 21 y 22 del Decreto 758 de 1990. 
 
(…) El ad quem luego de transcribir los artículos 21, 22 y 23 del Acuerdo 049 de 1990 
aprobado por el Decreto 0758 de igual año, y los artículos 31, 36 y 289 de la Ley 100 de 
1993, y apoyado en la sentencia de esta Sala de Corte del 27 de julio de 2005 radicado 
21517, encontró procedente el pago a favor del actor del incremento del 14% sobre la 
mesada pensional por su cónyuge y del 7% por cada uno de sus hijos, decisión que 
textualmente fundamentó en lo siguiente: 
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“(….) En el sub judice, no se discute que el demandante estuvo cobijado por el 

régimen de transición para acceder a la pensión de vejez, razón por la cual al cumplir 

los 60 años de edad y 1310 semanas cotizadas, el demandado Instituto de los 

Seguros Sociales mediante Resolución No. 000732 del 26 de agosto del 2002, le 

reconoció la pensión de vejez con aplicación del art. 12 del Acuerdo 049 de 1990 

aprobado por el Decreto 758 del mismo año. 

Ahora si bien los incrementos pensionales a que nos hemos referido no forman parte 

de la pensión de vejez o invalidez, para la Sala, como quiera que el accionante es un 

pensionado bajo el sistema de transición establecido por la Ley 100 de 1993, las 

disposiciones que los establecen anteriores a esta ley no son incompatibles y por 

tanto ellos le deben ser reconocidos, toda vez que el régimen de transición como lo 

ha sostenido la Corte Suprema de Justicia se instituyó para salvaguardar los 

derechos de los beneficiarios del sistema de seguridad social que hubiesen podido 

adquirir o hayan adquirido bajo el imperio del anterior régimen legal, frente a las 

desventajas que traiga aparejada la nueva legislación, y para el caso los incrementos 

pensionales son beneficios establecidos a favor del pensionado en el anterior 

régimen legal”. 

 

Continúa la Corte en la misma Sentencia:  

 

(…) “Con una muy juiciosa argumentación, el censor sostiene en síntesis que dichos 

incrementos desaparecieron porque: (I) “tales beneficios no se encuentran dentro de las 

prestaciones que de manera expresa reconoce la ley 100 de 1993, ello quiere decir que a 

partir de su vigencia han dejado de existir, excepto para quienes tenían un derecho 

adquirido, de lo contrario la Ley de Seguridad Social los hubiese contemplado”; (II) que 

en esta materia operó fue una “derogatoria tácita”, pues aunque el artículo 289 del 

estatuto de seguridad social no eliminó expresamente dichos incrementos, el artículo 21 

del acuerdo 049 de 1990 sí resulta contrario a “las prestaciones de la referida ley 100 de 

1993”, al consagrar “derechos distintos a los taxativos de la ley de seguridad social y por 

no haber sido incluidos dentro del régimen de transición del artículo 36 del Estatuto de 

Seguridad Social” que respetó sólo tres aspectos: la edad para acceder a la pensión de 

vejez, el tiempo de servicios o el número de semanas cotizadas, y el monto de la 
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prestación; (III) que tales incrementos, para el caso por tener el pensionado cónyuge o 

compañera permanente e hijos menores, y que son ajenos a la cotización, no aparecen 

comprendidos en la nueva legislación para establecer el “IBL” de la respectiva pensión, 

que en los términos estipulados en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

 

La Sala de la Corte en casación del 27 de julio de 2005 radicación 21517, por mayoría 

definió que los incrementos por personas a cargo previstos en el artículo 21 del Acuerdo 

049 aprobado por el Decreto 0758 de 1990, aún después de la promulgación de la Ley 

100 de 1993 mantuvieron su vigencia, esto para quienes se les aplica el mencionado 

Acuerdo del ISS por derecho propio o transición, siendo aquél el criterio que actualmente 

impera:  

 

“(….) Cuando a los beneficiarios de un régimen de transición se les reconoce que las 
normas propias para su caso son las contenidas en el régimen anterior, quiere decir 
ello que todos sus derechos pensionales se derivan de la regulación vigente antes 
de entrar en aplicación las nuevas disposiciones. El axioma es sencillo: Si a los 
beneficiarios de pensiones de vejez se les aplica un régimen anterior vigente, es 
todo en su conjunto y no solamente, como se pretende, una parte de la normatividad 
que venía rigiendo. Y está premisa es valida para todos los trabajadores que se 
hallan cobijados por las disposiciones del acuerdo 049 de 1990 y su decreto 
reglamentario. 

 
En el caso presente, el beneficiario, por la <transición> de la Ley 100 de 1993, es 
sujeto del régimen contenido en el acuerdo ISS 049 de 1990, aprobado por el 
decreto 758 del mismo año en concordancia con las normas que lo complementan. 

 
El recurrente buscó convencer a esta corporación que el artículo 21 del acuerdo 049 
de 1990 desapareció, en razón a que fue omitida su mención dentro de las normas 
derogadas. Para resolver la dubitativa interpretación, acudiremos al Art. 21 del 
Código Sustantivo del Trabajo que consagra los principios de favorabilidad y de 
inescindibilidad de las normas. Esto nos conduce a que en caso de conflicto o duda 
sobre la aplicación de una norma, prevalece la más favorable al trabajador y que la 
que se adopte debe aplicarse en su integridad. 

 
El Art. 36 de la ley 100 de 1993 indicó que para los efectos de otorgar la pensión de 
vejez a quienes tuvieran edad, tiempo de servicio o semanas cotizadas, debería 
aplicárseles el régimen anterior. Este régimen anterior no es otro que el consagrado 
en el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el decreto 758 del mismo año. Y su 
aplicabilidad debe ser total. En dicho régimen se contempla lo siguiente: Es para los 
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afiliados al Seguro Social por invalidez, vejez y muerte (Art. 1º); señala los requisitos 
para acceder a la pensión de vejez (Arts. 12 y 13); establece en que forma se 
integran las pensiones, la manera de liquidarlas y el salario que debe tenerse en 
cuenta (Art. 20) y finalmente mantiene el derecho a los incrementos de las pensiones 
(Art. 21) para cada uno de los hijos o hijas menores de 16 o de 18 años, o inválidos 
no pensionados de cualquier edad y para el cónyuge o compañero o compañera del 
beneficiario que dependa económicamente de él. El Art. 22 de dicho acuerdo 
expresamente menciona que los incrementos de las pensiones no hacen parte de la 
pensión de vejez (monto). Por ello es que la Ley 100 de 1993 en sus Arts. 31, 34 y 
36 al hablar del monto de las pensiones se abstuvieron de mencionar los 
incrementos de las pensiones por no hacer parte de él. Pero ante la duda o conflicto 
de su vigencia nos auxilian los principios de favorabilidad e inescindibilidad que 
comporta el derecho del trabajo. 

 
Por su parte el artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990, ya citado se refiere al monto de 
las pensiones de vejez, invalidez y los artículos 21 y 22 a los incrementos de las 
mismas, así como a su naturaleza jurídica>. 

 
...(     ) 

 
Es verdad que los incrementos de las pensiones no están involucrados en la 
mencionada Ley 100, pero ello no significa que pierdan su vigencia; por el contrario, 
si tal normatividad no los reguló, no quiere decir que los hubiera derogado, entones 
en ese orden conservan su pleno vigor. 

 
Más adelante nos recuerda que los Arts. 31, 34 y 40 de la Ley 100 no dispusieron 
nada respecto a los mencionados incrementos. Pero no explica su confusión con el 
Art. 36 del régimen general de pensiones que retrotrajo el régimen anterior o sea, el 
del Acuerdo ISS 049 de 1990 que se aplica a todos quienes reúnan las condiciones 
fijadas por dicha normatividad. 

 
De conformidad con lo expuesto, esta corporación concluye que el Tribunal Superior 
de Montería no aplicó indebidamente el régimen contenido en el Acuerdo I.S.S. 049 
de 1990, aprobado por Decreto 758 del mismo año en relación con los Arts. 10, 31, 
34, 36, 40 y 289 de la Ley 100 de 1993. Por tanto, es del caso desestimar también el 
tercer cargo”. 

 

 
 

B. Sentencia Corte Suprema de Justicia 21517 de 2005- Incrementos 
pensionales. 
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“Corte Suprema de Justicia –Sala de Casación Laboral. Magistrados ponentes:  

Magistrados ponentes: ISAURA VARGAS DIAZ Y JAIME MORENO GARCÍA 

Radicación No. 21517.Acta No. 65 de julio 27 de 2.005.” 

 

I. Antecedentes.  

 

“LUIS HERNANDO HERRERA SILVA demandó al INSTITUTO DE SEGUROS 

SOCIALES para que fuera condenado a reconocerle la pensión por vejez, “a partir del 1º 

de diciembre de 1998, por la suma de $518.750,oo, de acuerdo el salario mensual de 

base sobre las semanas efectivamente cotizadas” (folio 7); reajustada “con fundamento 

en los términos de la Ley 71 de 1988 y su Decreto Reglamentario 1160 de 1989” 

(ibídem); con los incrementos “de que trata el artículo 21 Acuerdo 049/90 (Decreto 

758/90) por parte de su compañera permanente Rosa Margarita Osorio Amaya y de su 

hija menor Stephanía Herrera Osorio, a partir del 1º de diciembre de 1998” (folio 8).  

 

CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

 

El Instituto de seguros Sociales por Resolución 008545 de 12 de mayo de 1999 (folio 17, 

18 y 19, cuaderno 2) reconoció expresamente que al asegurado LUIS HERNANDO 

HERRERA SILVA se le aplicaba el Art. 36 de la Ley 100 de 1993 para concederle su 

pensión de vejez y que por tanto el régimen correspondiente a su caso era el anterior a la 

expedición de la nueva normatividad. 

Cuando a los beneficiarios de un régimen de transición se les reconoce que las normas 

propias para su caso son las contenidas en el régimen anterior, quiere decir ello que 

todos sus derechos pensionales se derivan de la regulación vigente antes de entrar en 

aplicación las nuevas disposiciones. El axioma es sencillo: Si a los beneficiarios de 

pensiones de vejez se les aplica un régimen anterior vigente, es todo en su conjunto y no 

solamente, como se pretende, una parte de la normatividad que venía rigiendo. Y está 

premisa es valida para todos los trabajadores que se hallan cobijados por las 

disposiciones del acuerdo 049 de 1990 y su decreto reglamentario. 

En el caso presente, el beneficiario, por la “transición” de la Ley 100 de 1993, es sujeto 

del régimen contenido en el acuerdo ISS 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 del 

mismo año en concordancia con las normas que lo complementan. 



34 
 

El recurrente buscó convencer a esta corporación que el artículo 21 del acuerdo 049 de 

1990 desapareció, en razón a que fue omitida su mención dentro de las normas 

derogadas. Para resolver la dubitativa interpretación, acudiremos al Art. 21 del Código 

Sustantivo del Trabajo que consagra los principios de favorabilidad y de inescindibilidad 

de las normas. Esto nos conduce a que en caso de conflicto o duda sobre la aplicación 

de una norma, prevalece la más favorable al trabajador y que la que se adopte debe 

aplicarse en su integridad. 

En este proceso, habida cuenta de que el Instituto de Seguros Sociales reconoció la 

calidad de beneficiario del Régimen de Transición del señor Herrera, recurriremos a la 

sabiduría del legislador o sea la aplicación del Art. 21 del C. S. del T. 

El Art. 36 de la ley 100 de 1993 indicó que para los efectos de otorgar la pensión de 

vejez a quienes tuvieran edad, tiempo de servicio o semanas cotizadas, debería 

aplicárseles el régimen anterior. Este régimen anterior no es otro que el consagrado en el 

Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el decreto 758 del mismo año. Y su aplicabilidad 

debe ser total. En dicho régimen se contempla lo siguiente: Es para los afiliados al 

Seguro Social por invalidez, vejez y muerte (Art. 1º); señala los requisitos para acceder a 

la pensión de vejez (Arts. 12 y 13); establece en que forma se integran las pensiones, la 

manera de liquidarlas y el salario que debe tenerse en cuenta (Art. 20) y finalmente 

mantiene el derecho a los incrementos de las pensiones (Art. 21) para cada uno de los 

hijos o hijas menores de 16 o de 18 años, o inválidos no pensionados de cualquier edad 

y para el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa 

económicamente de él. El Art. 22 de dicho acuerdo expresamente menciona que los 

incrementos de las pensiones no hacen parte de la pensión de vejez (monto). Por ello es 

que la Ley 100 de 1993 en sus Arts. 31, 34 y 36 al hablar del monto de las pensiones se 

abstuvo de mencionar los incrementos de las pensiones por no hacer parte de él. Pero 

ante la duda o conflicto de su vigencia nos auxilian los principios de favorabilidad e 

inescindibilidad que comporta el derecho del trabajo. 

 

(…) Por su parte el artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990, ya citado se refiere al monto de 

las pensiones de vejez, invalidez y los artículos 21 y 22 a los incrementos de las mismas, 

así como a su naturaleza jurídica”. 

Es clara la sentencia recurrida cuando entre sus consideraciones dice: 

“Y es que la transición consagrada en el artículo 36 opera para la pensión de vejez y los 

incrementos aquí reclamados, al no formar parte de ella, mal podrían ser objeto del dicho 
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régimen, lo que corrobora el concepto de que no fueron derogados sino que se 

encuentran vigentes, porque su existencia es independiente de la pensión misma”. 

Así las cosas, las anteriores fundamentaciones jurídicas del Tribunal no son 

“abiertamente equivocadas”, como lo aduce la censura, ya que el Art. 10º de la Ley 100 

de 1993 tiene por objeto garantizarle a la población el amparo contra las contingencias 

derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de las 

pensiones y prestaciones que se determinan en la presente ley… (subrayas y negrillas 

del casacionista). 

Es verdad que los incrementos de las pensiones no están involucrados en la mencionada 

Ley 100, pero ello no significa que pierdan su vigencia; por el contrario, si tal 

normatividad no los reguló, no quiere decir que los hubiera derogado, entones en ese 

orden conservan su pleno vigor. 

De conformidad con lo expuesto, esta corporación concluye que el Tribunal Superior de 

Montería no aplicó indebidamente el régimen contenido en el Acuerdo I.S.S. 049 de 

1990, aprobado por Decreto 758 del mismo año en relación con los Arts. 10, 31, 34, 36, 

40 y 289 de la Ley 100 de 1993. Por tanto, es del caso desestimar también el tercer 

cargo. 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

NO CASA la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Montería el 30 de octubre de 2002, en el proceso promovido por LUIS 

HERNANDO HERRERA SILVA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES en 

cuanto condenó al demandado a pagar al demandante las diferencias en la liquidación 

de sus mesadas pensionales de conformidad con el último salario y a pagarle la suma de 

$852.020 “por concepto de incremento pensional que le corresponde en razón de su 

menor hija Stefhanía(sic) Herrera Osorio, debidamente indexado desde el 1º de 

diciembre de 1998 hasta la fecha de la presente sentencia quedando en adelante 

obligado en todo caso a pagar dicho incremento y mientras subsistan las causas que le 

dieron origen” 

 
 
 

C. SALA DE CASACIÓN LABORAL,   CARLOS ERNESTO MOLINA 
MONSALVE, Acta No. 35, Bogotá D. C., diecinueve (19) de octubre  de 
dos mil once (2011). 
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“I. FUNDAMENTOS FÁCTICOS 
 
 
Que el accionante adelantó proceso ordinario laboral de única instancia  contra el 
Instituto de Seguros Sociales – Secciona Valle del Cauca, con el fin de obtener el 
incremento pensional del 14% por compañera permanente a cargo, de que trata  el 
artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de igual año. 
 
Que el Juzgado Quince Laboral de Oralidad  del Circuito de Cali mediante sentencia del 
29 de junio de 2011, condenó al demandado al pago del incremento pensional del 14% a 
favor de su compañera permanente, a partir del 1º de agosto de 2009,  pero omitió 
reconocer el citado incremento sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre. 
 
Que otros despachos judiciales sí han reconocido el incremento pensional sobre las 
aludidas mesadas adicionales, inclusive el mismo titular del despacho, cuando se 
desempeñó como Juez Octavo Laboral de Circuito de la misma ciudad. 
 
Con base en los hechos anotados, se hacen las siguientes. 

 
 

II PETICIONES: 
 

 
a. Que previo el rito procesal propio de la acción de tutela, mediante sentencia 

se proteja su  derecho fundamental de igualdad. 
   b. Que como consecuencia, se ordene al Juzgado Quince Laboral del Circuito de 

Cali que profiera nueva sentencia en la que le reconozca el incremento por compañera, 
sobre las catorce mesadas. 

 
 
V. CONSIDERACIONES 
 
La vía preferente de la tutela, establecida en el artículo 86 de la Constitución  Política, 
permite a todo ciudadano acudir a la Rama Judicial en busca de una orden que impida 
un acto amenazante o lo suspenda, siempre que se trate de proteger ciertos y 
determinados derechos, definidos como fundamentales.  
 
La prosecución de la eficacia de los citados derechos, ha de acompasarse con otros 
valores del Estado de derecho, en particular, en lo que concierne a la administración de 
justicia, la seguridad jurídica, específicamente la que realiza el instituto de la cosa 
juzgada, y el principio constitucional de la independencia y autonomía de los jueces. 
 
En este sentido se ha decantado jurisprudencialmente que la acción de tutela es 
procedente contra providencias o sentencias judiciales, sólo sí  con las actuaciones u 
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omisiones de los jueces, resultan violados, en forma evidente, derechos constitucionales 
fundamentales; además que  está limitada, primero a aquellas situaciones en las cuales 
el afectado no dispone de otro medio de defensa judicial, en cuyo caso se convierte en 
mecanismo principal y, en segundo lugar, cuando existiendo otro medio, se utiliza como 
mecanismo transitorio con el fin de evitar un perjuicio irremediable. 
 
Descendiendo al caso en concreto, y una vez se ha examinado el fallo atacado, 
encuentra la Sala que la tutela no está llamada a prosperar, pues con independencia de 
que esta Sala  comparta  o no  las consideraciones esgrimidas por el  Juez Quince 
Laboral de Circuito de Cali, lo cierto es que la providencia cuyo desconocimiento se 
pretende por esta vía, vale decir, la proferida el 29 de junio de 2011, fue edificada en 
reflexiones que consultan reglas mínimas de razonabilidad jurídica, situación que impide 
al juez de tutela interferirla, so capa de tener una nueva o mejor interpretación del 
asunto, máxime cuando se observa, como sucede en el sub examen, que la 
interpretación  cuestionada es producto de la autonomía de los jueces, consagrado en 
los artículos 228 y 230 de la Constitución Política y, que como ya se indicó, no desborda 
el límite de lo razonable. 

 
Por lo demás, en oportunidad reciente con ocasión de otra acción de esta misma 
naturaleza, en un asunto muy similar al sometido en esta oportunidad a consideración de 
la Sala se señaló: 

 
 “El artículo 29 de la Constitución Política establece que, “el debido 

proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. 
Esta disposición reconoce el principio de legalidad como fundamental en el 
ejercicio de las funciones tanto judiciales como administrativas, razón por la 
cual, deben observar las formas propias de cada juicio y asegurar la 
efectividad de todas aquellas normas que permitan a los administrados 
presentar, solicitar y controvertir pruebas, integrando una serie de garantías 
en defensa de los asociados con el objeto de obtener una pronta y cumplida 
justicia. 

 
En este orden de ideas, el debido proceso se entiende como la 

regulación que previamente delimita los poderes del Estado y establece las 
garantías de protección a los derechos de los administrados, de forma tal que 
ninguna actuación judicial o administrativa dependa de su propio arbitrio, sino 
que se encuentre sujeta a los procedimientos señalados en la ley y en los 
reglamentos que son vitales para el nacimiento de la providencia definitiva. 

 
Sentado lo anterior, esta Corporación, a diferencia de lo estimado por 

la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, no  encuentra que el despacho 
judicial accionado, en el trámite del proceso ordinario laboral adelantado por 
(…)  contra el ISS, hubiera quebrantado el derecho fundamental  al debido 
proceso de aquella, pues de la documental aportada se colige claramente que 
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se agotaron, conforme a derecho, cada una de las etapas del proceso de 
única instancia, hasta culminar con el fallo. 

 
La sentencia que dio  origen al inconformismo de la accionante,  es el 

producto de un examen razonado  de los medios de prueba y de la 
normatividad que gobierna el caso, específicamente del artículo 21 del 
Acuerdo 049 de 1990, de suerte que no puede tildarse de arbitraria, inconsulta 
o desconocedora de los derechos por los que se implora el amparo. 

 
Es decir, que con independencia que se compartan o no las 

consideraciones esgrimidas pro la autoridad accionada, lo cierto es que la 
providencia se encuentra edificada en reflexiones que consultan las reglas 
mínimas de razonabilidad jurídica, impidiendo al juez de tutela interferir  
invocando una mejor interpretación del asunto. 

 
 Ahora, el que el JUZGADO QUINCE LABORAL DEL CIRCUITO DE 

CALI al proferir la sentencia de marras, se hubiera apartado  del criterio del 
Tribunal Superior de esa misma ciudad respecto a que, ‘la liquidación del 
incremento por cónyuge, esta Sala ha considerado que dicho reconocimiento 
y pago se debe hacer sobre la totalidad de las mesadas que e actor recibe, 
esto quiere decir, que su aplicación es sobre las catorce mesadas anuales a 
las que tiene derecho, en las que están incluidas las adicionales de junio y 
diciembre; ello en razón a la ley 100 de 1993, norma que instituyó el nuevo 
sistema de seguridad social en Colombia, en su artículo 31 definió que al 
régimen de prima media con prestación definida, le serán  aplicables las 
disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo 
del Instituto de Seguros Sociales …’, no es razón suficiente para concluir que 
se vulneraron los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad  y 
seguridad social,  como se hizo en el fallo que se impugna; pues lo cierto es, 
que la decisión cuestionada se dictó con apego a lo normado en el artículo 21 
del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda y 
en virtud de los principios de  independencia y autonomía de los jueces 
consagrados en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política. 

 
Así las cosas, habrá de revocarse la decisión impugnada, para en su lugar 
denegar la acción de tutela por improcedente” (fallo de 24 de mayo de  2011 
Rad. 32669). 
 
 

Como en esta oportunidad hay identidad  de hechos, se impone igual solución y en 
consecuencia  se revocará el fallo impugnado.” 
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Sección II.  Jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

 

La Corte Constitucional  en la diversidad de Sentencias también confirma la vigencia del 
régimen de transición hasta el año 2014 y por consiguiente se debe aplicar en su 
integridad el Decreto 758 de 1.990 como norma anterior a la vigencia de la Ley 100 de 
1.993. Los incrementos pensionales  contemplado en el artículo 21 de la misma norma 
están vigentes, y es exclusivo del régimen de transición para los afiliados al régimen de 
prima media con prestación definida.  

Anexamos apartes de varias  Sentencias de tutela sobre el tema en referencia.  

 

A. REQUISITOS DEL REGIMEN DE TRANSICION DE LA LEY 100/93 Y REGIMEN 

DEL DECRETO 758/90. Sentencia T- 317 de 2011. 

 

PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD LABORAL-Casos en que opera 

 

“El principio de favorabilidad en materia laboral consagrado en los artículos 53 de la 

Constitución Política y 21 del Código Sustantivo del Trabajo, consiste en la obligación de 

todo operador jurídico, judicial o administrativo, de optar por la situación más favorable al 

trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes de derecho. El 

principio opera (i) cuando existe controversia respecto de la aplicación de dos normas; y 

también, (ii) cuando existen escenarios en los cuales una norma admite diversas 

interpretaciones. Profundizando en el último escenario propuesto, cuando una norma 

admite varias interpretaciones, ha dicho esta corporación que para la aplicación de la 

favorabilidad, deben presentarse, además, dos elementos a saber: (i) la duda seria y 

objetiva ante la necesidad de elegir entre dos o más interpretaciones, ello, en función de 

la razonabilidad argumentativa y solidez jurídica que una u otra interpretación tengan; y, 

(ii) la efectiva concurrencia de las interpretaciones en juego para el caso concreto, es 

decir, deben ser aplicables a los supuestos fácticos concretos de las disposiciones 

normativas en conflicto 

Esta Sala no duda de que la accionante es beneficiaria del régimen de transición, pues 

así lo certificó el ISS en la Resolución N° 05294 de febrero 6 de 2009, después de hallar 

cumplidos los requisitos para ello exigidos. Por otra parte, estudiado el régimen aplicable 
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a la demandante, Decreto 758 de 1990, se evidencia que (i) cuenta con más de 55 años 

de edad; y (ii) en principio, existe certeza sobre el cumplimiento de las 1000 semanas de 

cotización, según el historial laboral aportado (fs. 39 a 43 ib.); no obstante, como sobre 

este punto existe controversia, se clarificarán los siguientes aspectos: (a) El ISS asumió 

que las 1000 semanas consagradas en el artículo 12 del Decreto citado deben ser 

“exclusivamente” cotizadas a este Instituto; empero, esa posición carece de fundamento 

normativo, pues del tenor literal de la norma no se deduce razonamiento parecido. Por 

ende, es arbitrario exigir dicho requerimiento.  (b) La entidad demandada interpretó que 

no es posible acumular las semanas cotizadas a la Caja de Previsión Social Distrital – 

Secretaria de Hacienda Distrital, período comprendido entre 1971 y 1988, para el 

reconocimiento de la pensión de vejez bajo el régimen de transición, pues este período 

solo se acumularía en virtud del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, para el 

reconocimiento de una prestación de vejez en las condiciones de esa Ley; así, exigió 

1100 semanas de cotización. A partir de esta perspectiva, se observará si el parágrafo 1° 

del artículo 33 indicado, es aplicable a las personas cobijadas bajo el régimen de transición, 

esto es, quienes tienen derecho a pensionarse en las condiciones establecidas por el 

régimen anterior al cual se encontraban afiliados.  Teniendo en cuenta que el cómputo de 

semanas cotizadas quedó consagrado en la Ley 100, precisamente para evitar las 

injusticias que durante mucho tiempo se cometieron cuando era imposible acumular 

semanas laborados con diferentes empleadores, con lo cual las posibilidades de muchos 

trabajadores de acceder a la pensión eran mínimas; surge la duda seria y objetiva de si es 

preciso interpretar favorablemente o no dicho artículo para que los beneficiarios de la 

transición puedan computar semanas, sin perder por ello dicha prerrogativa.   Existiendo 

concurrentemente esas posibilidades de interpretación, el principio rector pro operario 

hace obligatorio asumir la opción favorable al trabajador, es decir, el ISS debe computar 

el período referido y, a su vez, permitir a la accionante pensionarse bajo el régimen de 

transición. Esta Sala de Revisión revocará el fallo de segunda instancia y, en su lugar, 

amparará los referidos derechos fundamentales de la accionante, ordenando al ISS, por 

conducto del respectivo representante legal o quien haga sus veces, que si aún no lo ha 

realizado, dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación 

del presente fallo, expida resolución de reconocimiento de la pensión de vejez bajo el 

régimen de transición y de conformidad con el Decreto 758 de 1990, y empiece a pagarla 

con la periodicidad debida a favor de la demandante, determinación que tendrá el 

carácter definitivo por la falta de equidad que implicaría hacerle sobrellevar una acción 

ordinaria, después de todo lo que ha debido esperar.” 
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B. Sentencia T-066/09, Referencia: expediente T-2.075.081, Magistrado 

Ponente:Dr. JAIME ARAÚJO RENTERÍA, Bogotá, D.C., nueve (9) de febrero de 

dos mil nueve (2.009). 

 

…”Posteriormente, y previa solicitud hecha por el señor Viáfara Ruíz, el ISS, mediante 

Auto No. 4918 de 2007 negó la petición de reajuste del 14% de su pensión, tras 

considerar que éste porcentaje no era aplicable al “compañero o compañera del 

beneficiario que depende económicamente de éste” contenido en el artículo 21 del 

Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 0758 de 19902, y que la norma a ejecutar 

era la contenida en el Acuerdo 029 de 1985 y el artículo 16 del Decreto 3041 de 196614 

la cual consagraba incrementos de la pensión del beneficiario para la cónyuge y no para 

la compañera. 

Ante esta decisión, el agente oficioso adujo que la norma de 1966 “estigmatizaba la 

unión marital libre” y “que a través del tiempo… se demostró que esta ‘unión libre’ es una 

realidad nacional”; manifestó asimismo que la mencionada norma “pierde vigencia a 

partir del momento en que se promulga el Dto.0758/90; pues en este en su artículo 21 

literal b) reconoce …coherente con la realidad nacional... el derecho que le asiste al 

compañero o compañera (con la única condición de la dependencia económica) de 

acceder al reajuste del 14% de la pensión… de su compañero o compañera”. 

Por lo expuesto, el accionante solicita que “sea revisada la Resolución o auto No. 4918 

2007, que desconoce el derecho que le asiste al Sr. Viáfara y a su compañera (por mas 

de cuarenta años ‘toda una vida’) al reajuste especial de su pensión de invalidez de un 

14% contenido en el Art. 21 del acuerdo 049/90 y aprobado por el decreto 0758/90 desde 

el 1° de marzo de 1988”, “se ordene el reajuste del 14% del salario del Sr. Viáfara a favor 

de su compañera de  toda la vida… señora María Jesús Jaramillo Pino.…”. 

“Sea lo primero indicar que la Corte en su jurisprudencia ha señalado que se estará ante 

un defecto sustantivo cuando la decisión cuestionada se funda i) en una norma 

evidentemente inaplicable para el caso, ya sea porque perdió vigencia, porque resulta 

inconstitucional, o porque no guarda conexidad  material con los supuestos de hecho 
                                                           
“ARTÍCULO 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMUN Y VEJEZ. Las pensiones 
mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así: 
a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o hijas menores de 16 años o 
de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, 
siempre que dependan económicamente del beneficiario y, 
b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del 
beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión. 
Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos conceptos, no podrán exceder del 
cuarenta y dos por ciento (42%) de la pensión mínima legal.” (Negrilla y subraya fuera del texto original). 
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que dieron origen a una controversia. Así mismo se estará ante un defecto sustantivo 

cuando ii) se deja de aplicar la disposición que corresponde, o se le da a la misma 

un alcance distinto del que ella tiene. Finalmente, también se configurará un defecto 

sustantivo cuando al resolver un caso, iii) el funcionario desconoce sentencias con 

efectos erga omnes, las cuales se ubican en el mismo rango de la norma sobre la que 

pesa la cosa juzgada. En sentencia SU-159 de 2002, la Corte Constitucional fue más 

explicita al considerar que se configura una vía de hecho por defecto sustantivo cuando 

se da alguna de las siguientes situaciones22: 

“La Corte Constitucional ha señalado en su jurisprudencia que el defecto sustantivo 

que convierte en vía de hecho una sentencia judicial, opera cuando la decisión que 

toma el juez desborda el marco de acción que la Constitución y la ley le reconocen 

al apoyarse en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto, bien sea, por 

ejemplo (i.) porque ha sido derogada y ya no produce ningún efecto en el 

ordenamiento jurídico, (ii.) porque ella es claramente inconstitucional y el 

funcionario se abstuvo de aplicar la excepción de inconstitucionalidad, (iii.) porque 

su aplicación al caso concreto es inconstitucional, (iv.) porque ha sido declarada 

inexequible por la propia Corte Constitucional o, (v.) porque, a pesar de estar 

vigente y ser constitucional, no se adecúa a la circunstancia fáctica a la cual se 

aplicó, porque a la norma aplicada, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a 

los expresamente señalados por el legislador”. 

Ahora bien, la indebida aplicación de las normas jurídicas también es una de las claras 

formas en que se puede configurar el defecto sustantivo, y ello es consecuencia del 

margen interpretativo que se les reconoce a las autoridades judiciales.  

Por lo anterior, cuando en una decisión judicial se aplica una norma jurídica de manera 

manifiestamente errada, sacando del marco de la juridicidad y de la hermenéutica 

jurídica aceptable tal decisión judicial, ésta deja de ser una vía de derecho para 

convertirse en una vía de hecho, razón por la cual la misma deberá dejarse son efectos 

jurídicos, para lo cual la acción de tutela el mecanismo apropiado. En esta hipótesis no 

se está ante un problema de interpretación normativa, sino ante una decisión carente de 

fundamento jurídico, dictada según el capricho del operador jurídico, desconociendo la 

ley, y trascendiendo al nivel constitucional en tanto compromete los derechos 

fundamentales de la parte afectada con tal decisión23.” 

 
 
 
 
 
22. Sentencias T-474-2009, T-066-2009 
23. Sentencias T-474-2009, T-066-2009 
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El caso en concreto:  

 

De conformidad con la pretensión hecha por el agente oficioso, el señor Antonio Viáfara 

Ruíz solicita le sea reconocido el reajuste de su pensión de invalidez, en un 14%, por 

considerar que tiene derecho al mismo en virtud de lo dispuesto por el artículo 21 del 

acuerdo 049 de 1990 expedido por el Consejo Nacional de Seguros Sociales 

Obligatorios, y aprobado por el decreto 0758 de ese mismo año, reajuste que se aplica 

cuando el pensionado demuestre tener cónyuge o compañera permanente. 

En tanto el referido reajuste pensional le fue negado por el ISS, aduciendo que para la 

fecha en la que le fue reconocida la pensión al actor, 11 de marzo de 1988, dicho 

reajuste pensional del 14% solo se aplicaba por causa del cónyuge del beneficiario, 

siempre que aquel no disfrute de una pensión, y no por causa del compañero o 

compañera permanente, razón por la cual el actor considera que ello ha generado la 

violación de sus derechos fundamentales a la vida digna, a la seguridad social, a la 

igualdad y al libre desarrollo de la personalidad, de él y de su compañera permanente 

María Jesús Jaramillo Pino. Al accionante, quien tiene en la actualidad 79 años de edad 

y cuya compañera tiene similar edad, le fue reconocida una pensión de invalidez en el 

año de 1988, aduce igualmente que en la actualidad afronta una difícil situación, máxime 

cuando presenta problemas de salud, razón por la cual el reajuste de su pensión sería 

necesario para mejorar sus condiciones de vida y las de su compañera permanente.24 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
24. Sentencias T-231 de 1994, T-008 de 1998, SU-1185 de 2001 y T-382 de 2003, entre otras 
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Sección III.  Jurisprudencia del Consejo de Estado. 

 

A. Sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Segunda Sección, Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GOMEZ 
ARANGUREN, Bogotá, D.C., treinta (30) de abril de dos mil nueve (2009), 
Radicación número: 11001-03-25-000-2008-00127-00(2741-08).  

 
SUSPENSION PROVISIONAL - Procedencia. Sustentación / INCREMENTO 

DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMUN Y VEJEZ - 

Niega suspensión provisional por no aparecer de manera ostensible la 

transgresión de las normas superiores invocadas 

 

“La Sala observa que no existe fundamentación o sustentación clara que lleve al juez al 

convencimiento para decretar la medida cautelar solicitada, debido a que de una parte 

remite a lo expuesto en la demanda, sin tener en cuenta que la exposición de motivos allí 

contenida, corresponde a las razones por las cuales debe estudiarse la nulidad de los 

artículos acusados y no a la solicitud de suspensión provisional que debe estar 

encaminada a la confrontación directa entre las normas violadas y las acusadas.  NOTA 

DE RELATORIA: Esta providencia fue proferida por la Sala Plena de esta Sección. 

NORMA DEMANDADA: Decreto 758 de 1990 - articulo 21 / Decreto 758 de 1990 – 

articulo 22. 

“El señor Sergio Hernando Colmenares Porras, en su calidad de Director Jurídico 
Nacional del Instituto de los Seguros Sociales en ejercicio de la acción pública de nulidad 
por inconstitucionalidad consagrada en el numeral 7° de artículo 97 del Código 
Contencioso Administrativo solicitó la nulidad de los artículos 21 y 22 del decreto 758 del 
11 de abril de 1990, proferido por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hoy 
Ministerio de la Protección Social, decreto aprobatorio del acuerdo 049 del 1° de febrero 
de 1990 expedido por el Consejo Nacional de los Seguros Sociales Obligatorios 
publicado en el diario oficial N°. 39.303 del 18 de abril de 1990. 
 
Señaló que a través de distintos pronunciamientos, el Instituto de Seguros Sociales ha 
argumentado jurídicamente que los incrementos pensionales contemplados en el 
régimen pensional del Instituto de Seguros Sociales antes de entrar en vigencia la ley 
100 de 1993, es decir, en el artículo 21 del acuerdo 049 de 1990 (decreto 758 de 1990), 
desaparecieron de la vida jurídica a partir del 1° de abril de 1994, en primer lugar, por no 
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hacer parte de las prestaciones reconocidas por el nuevo régimen pensional de que trata 
la ley 100 de 1993, y en segundo lugar por no estar contemplados dentro de los 
derechos que por excepción, señala el artículo 36 de la misma disposición legal. 
 
Precisó que de predicarse la existencia de los mentados incrementos pensionales en 
vigencia de la Ley 100 de 1993, se estaría incurriendo en un contrasentido respecto de la 
filosofía y contenido del sistema pensional establecido en la Ley 100 de 1993 y demás 
normas reglamentarias, modificatorias y complementarias, como quiera que tales 
prerrogativas no se encuentran expresamente establecidas como derechos pensionales 
propios o prestaciones adicionales, impropias o excepcionales del régimen de prima 
media con prestación definida, conllevando a la vulneración del principio constitucional 
de la sostenibilidad financiera consagrado en el acto legislativo 01 de 2005, modificatorio 
del artículo 48 de la norma superior.” 
 
 
CONSIDERACIONES DEL CONSEJO DE ESTADO: 
 
“En primer lugar, se debe precisar que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 7° 
del artículo 97 del Código Contencioso Administrativo, el artículo 13 del acuerdo 058 de 
1999 de la Sala Plena del Consejo de Estado y los artículos 15 a 20 del mismo 
reglamento, esta sección es la competente para impulsar el proceso de la referencia, en 
razón a que se trata de la acción de nulidad por inconstitucionalidad formulada contra los 
artículos 21 y 22 del decreto 758 del 11 de abril de 199 emanado del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social hoy Ministerio de la Protección Social. 
 
La parte actora solicita la suspensión provisional de los artículos anteriormente 
transcritos, por cuanto en su parecer se encuentran en una manifiesta y ostensible 
contradicción con los artículos 13, 48, 53, 345 y 355 de la Constitución, de acuerdo con 
la sustentación de cada uno de los cargos a partir de la confrontación directa de cada 
una de las disposiciones de la norma superior con el contenido normativo del articulado 
acusado. 
 
 Sin embargo, la Sala observa que no existe fundamentación o sustentación clara que 
lleve al juez al convencimiento para decretar la medida cautelar solicitada, debido a que 
de una parte remite a lo expuesto en la demanda, sin tener en cuenta que la exposición 
de motivos allí contenida, corresponde a las razones por las cuales debe estudiarse la 
nulidad de los artículos acusados y no a la solicitud de suspensión provisional que debe 
estar encaminada a la confrontación directa entre las normas violadas y las acusadas. 
Ahora bien, si aún en gracia de discusión se tuviera como sustentación de la suspensión 
provisional la vulneración de los derechos consagrados en los artículos13, 48, 53, 345 y 
355 de la Constitución Política, debe precisarse que a simple vista no se evidencia su 
quebrantamiento, pues para llegar a ese tipo de conclusión debe realizarse un análisis 
más profundo y propio de la sentencia para establecer si verdaderamente se presenta 
una desigualdad con relación a las demás personas que pertenecen al Sistema Integral 
de Seguridad Social. 
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De lo anterior es claro que como en el presente caso no se observa la trasgresión de las 
normas superiores invocadas de manera ostensible, mal puede accederse a la 
suspensión provisional solicitada, pues se repite para llegar a esta conclusión es 
necesario realizar un estudio de fondo que es propio de la sentencia, como quiera que 
tomar esta determinación en este momento procesal excedería los límites de la medida 
cautelar. 
 
En este orden de ideas será entonces al momento de proferir sentencia de mérito cuando 
la Sala, previo examen de las pruebas aportadas al proceso, entrará a examinar la 
legalidad de los actos acusados. 
 
En estas condiciones, se admitirá la demanda de la referencia, por reunir los requisitos 
exigidos en los artículos 137 a 142 del C.C.A y niega la suspensión provisional, como en 
efecto se dispondrá en la parte resolutiva de  esta providencia. Por consiguiente continua 
vigente los artículos 21 y 22 del Decreto 758 de 1.990” 
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CONCLUSIONES: 

 

Del tema el régimen de transición y los incrementos en el decreto 758 de 1.990 
elaboramos las siguientes conclusiones: 

 

1. Como primera medida, la Carta Constitucional consagra, como uno de los principios 
fundamentales que deben regir las relaciones de trabajo y la seguridad social, la 
aplicación de la situación más favorable al trabajador en materia laboral, ante la duda de 
la norma que se debe aplicar.  

2. Es claro que los trabajadores que reúnan las condiciones establecidas en el artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, están sujetos a las disposiciones de dicha ley, salvo en lo que 
tiene que ver con el tiempo de servicio o número de semanas cotizadas, el monto de la 
pensión y la edad para acceder a la misma, aspectos que se rigen por el régimen anterior 
al cual se encuentren afiliados.  

3. Según lo dispuesto en el artículo 1º. del Decreto 813 de 1994, el régimen de transición 
previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 es aplicable a las pensiones de vejez 
tanto de los trabajadores del sector privado como del sector público, esto es, que dicho 
beneficio se aplica de igual forma para todos los afiliados al régimen de prima media con 
prestación definida que se encuentren en los supuestos del citado artículo 36. En el caso 
concreto incluye al Decreto 758 de 1.990. 

4. En razón a la imposibilidad de distribuir las cotizaciones obligatorias entre los dos 
Regímenes del Sistema General de Pensiones o entre dos administradoras del mismo 
régimen, las cotizaciones simultáneas en calidad de trabajador del sector público y 
privado, incluidos los beneficiarios del régimen de transición previsto en el artículo 36 de 
la Ley 100 de 1993, se deben acumular en una sola entidad administradora para efectos 
de aumentar el ingreso base de cotización y, por ende, el monto de la pensión.  

Ahora bien, si una vez acumulados los aportes provenientes de dos o más relaciones 
laborales subsiste la dualidad de regímenes de transición aplicables, situación que sólo 
se presentaría si el trabajador se encuentra vinculado a una administradora del régimen 
de prima media con prestación definida, deberá dicho afiliado señalar, al momento de 
presentar la correspondiente prestación, la normatividad a la que desea acogerse por 
considerarla más favorable a sus intereses, la cual se aplicará en la parte pertinente, esto 
es, en cuanto a la edad para acceder a la pensión, el monto de la misma y el tiempo de 
servicio o número de semanas cotizadas.  
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5.Los incrementos de las pensiones de invalidez por riesgo común y vejez, contemplados 
en el Artículo 21 del Decreto 758 de 1990, a través del cual se aprobó el Acuerdo 049/90 
siguen vigentes hasta diciembre 31 de 2014, fecha en que se termina el régimen de 
transición. 

6. La Ley 100 de 1993, modificó sustancialmente el régimen pensional de todos los 
trabajadores en Colombia, derogando expresa y tácitamente normas que contenían 
disposiciones pensionales. En este sentido, se entiende derogado en forma tácita el 
Decreto 758 de 1990, el cual en su Artículo 21, contemplaba incrementos sobre las 
pensiones de invalidez por riesgo común y vejez.No obstante, para no afectar los 
eventuales derechos de muchas personas, la Ley 100 de 1993, en su Artículo 36 
establecía un régimen de transición que permitía a las personas que se encontraban en 
dicho régimen, pensionarse bajo los lineamientos del régimen anterior. 

En este orden de ideas, el régimen anterior aplicable a los trabajadores particulares 
afiliados al Seguro Social, era el señalado en el Artículo 12 del Acuerdo Nº 049 de 1990 
(Decreto 758/90). Por consiguiente el Artículo 21 y 22 del citado  acuerdo se encuentra 
vigente hasta el año 2014. 

7. El Decreto 758 de 1990 que aprobó el Acuerdo 049 de Febrero 1° de 1990, está 
vigente en su totalidad. Solo para efectos de preservar el régimen de transición, algunos 
artículos conservan su vigencia, y en todo aquello que no contraríe las disposiciones 
consagradas en el Sistema General de Seguridad Social (Ley 100 de 1993). Con 
respecto al Artículo 21 del Decreto 758 de 1990, que contemplaba incrementos de las 
pensiones de invalidez por riesgo común y vejez, vale la pena señalar que la Ley 100 de 
1993, que modificó tales disposiciones, no contempló dichos incrementos ni derogo los 
incrementos del citado artículo.  

8. LaCorte Suprema de Justicia-Sala de Casación Laboral, en Sentencia de Diciembre 05 
de 2007, Radicado 29531, M.P, Luis Javier Osaría Giralda, se pronunció en este sentido: 

Siendo compatibles las disposiciones de la Ley 100 de 1.993 y el Acuerdo No. 049 de 
1.990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, como deriva del Artículo 31 de 
aquella, parcialmente transcrito, la Sala encuentra que si bien es cierto los incrementos 
pensionales no forman parle de la pensión de vejez o invalidez, éstos deben ser 
reconocidos, teniendo en cuenta que el régimen de transición por el cuál está cobijado el 
actor, pretende proteger los derechos adquiridos de los beneficiarios del sistema de 
seguridad social bajo el régimen legal anterior, frente a la nueva normatividad. 

... En tales ocasiones, como precedente jurisprudencial, se ha citado el siguiente: 

<Cuando a los beneficiarios de un régimen de transición se les reconoce que las normas 
propias para su caso son las contenidas en el régimen anterior, quiere decir ello que 
todos 'sus derechos pensionales se derivan de la regulación vigente antes de entrar -en 
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aplicación las nuevas disposiciones. El axioma es sencillo: Si los beneficiarios de 
pensiones de vejez se les aplica un régimen anterior vigente, es todo en su conjunto y no 
solamente como se pretende, una parle de la normatividad que venia rigiendo. Y ésta 
premisa es válida para todos los trabajadores que se hayan cobijados por las 
disposiciones del Acuerdo 049 de 1990 y su decreto reglamentario. 

9.El fin de establecer un régimen de transición es proteger a los trabajadores frente a la 
sucesión normativa y ponerlos a salvo de las modificaciones de la nueva ley, lo cual es 
potestad exclusiva del legislador, en tales eventos de cambio de legislación puede el 
congreso ordenar que a cierto grupo de trabajadores se le respeten todas las 
condiciones de la ley anterior o puede optar por un régimen de transición restringido, es 
decir, estableciendo que solo se respetarán algunas de las condiciones contempladas en 
las leyes precedentes; en Colombia, se optó por esta última tesis, es decir una transición 
restringida a ciertos aspectos. 

10. Para el caso especifico de los incrementos pensionales del Decreto 758 de 1.990, 
como tales beneficios no se encuentran dentro de las prestaciones que de manera 
expresa reconoce la Ley 100 de 1993, ello quiere decir que a partir de su vigencia han 
dejado de existir, excepto para quienes tenían un derecho adquirido, de lo contrario la 
Ley de Seguridad Social los hubiese contemplado. 

Se considera que éste es un caso de derogatoria tácita, toda vez que aunque de manera 
expresa el articulo 289 de la referida ley 100 no los derogó, tal precepto aclaró que 
también se derogaban <las disposiciones que le sean contrarias>, por tanto al no ser 
contemplados los incrementos dentro de las prestaciones que la ley de Seguridad Social 
concede a los pensionados por vejez, ello quiere decir que el articulo 21 del acuerdo 049 
de 1990, si es contrario a las prestaciones de la referida Ley 100 de 1993, en 
consecuencia quedaron derogados”. 

11. Los Fondos de Pensiones privados no tiene acceso legal al Decreto 758 de 1.990, es 
decir,  es aplicable únicamente al Régimen de Prima Media con Prestación Definida.  

12. Finalmente, y tal como lo ha manifestado la H. Corte Suprema de Justicia, para el 
caso específico de los incrementos pensionales, como dichos beneficios no se 
encuentran dentro de las prestaciones que de manera expresa reconoce la Ley 100 de 
1993, ello quiere decir que a partir de su vigencia han dejado de existir. Salvo para 
aquellas personas que en materia pensional, tenían un derecho adquirido dentro del 
régimen de transición, de lo contrario la ley de Seguridad Social los hubiese 
contemplado. 
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ANEXO No. 1. 

CONCEPTO 12921 DE AGOSTO 10 DE  2009 

INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 

D.J.N. 

Bogotá D.C. 

 

PARA: Doctora CONSUELO AGUDELO CASTRO 

Directora Jurídica ISS Seccional Meta 

DE: Dirección Jurídica Nacional – Unidad de Seguros 

ASUNTO: Oficio SM.DJ. 01515 - Vigencia Incrementos Pensionales – Decreto 758 de 
1990 

 

Respetada doctora: 

 

Esta Dirección tuvo conocimiento del oficio del epígrafe, en el cual solicita información 
sobre las pautas y directrices a seguir con relación a las sentencias en las que se ha 
condenado al Instituto de Seguros Sociales al reconocimiento y pago de los incrementos 
pensionales establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 aprobado mediante el Decreto 758 
del mismo año. 

Sobre el particular es necesario precisar lo siguiente: 

A través de distintos pronunciamientos, el Instituto de Seguros Sociales ha argumentado 
jurídicamente que los incrementos pensionales señalados en el régimen pensional del 
ISS antes de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, es decir, en los artículos 21 y 22 del 
Acuerdo 049 de 1990 (Decreto 758 de 1990), desaparecieron de la vida jurídica a partir 
del 1o de abril de 1994, en primer lugar, por no hacer parte de las prestaciones 
reconocidas por el Sistema General de Pensiones de que trata la Ley 100 de 1993, y, en 
segundo lugar por no estar incluidos entre los derechos que por excepción, señala el 
artículo 36 de la misma disposición legal, criterio que dejó de ser acogido por la Corte 

http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/decreto_0758_1990.htm#Inicio
http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/decreto_0758_1990.htm#Inicio
http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/decreto_0758_1990.htm#21
http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/decreto_0758_1990.htm#22
http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0100_1993_pr001.htm#36
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Suprema de Justicia desde el 2005 y que ha dado lugar a numerosas condenas al ISS 
por tales conceptos. 

Por esa razón, esta Dirección a través del oficio DJN-US 1344 del 8 de febrero 2008 
dirigido a la Vicepresidencia de Pensiones del Instituto, manifestó su preocupación frente 
al criterio asumido por la citada Corporación y en aplicación del principio de la Doctrina 
Probable hizo algunas recomendaciones relacionadas con la necesidad de abstenerse 
de presentar recursos de apelación contra las decisiones de primera instancia, así como 
la de acudir a mecanismos de heterocomposición de controversias, modificando así los 
protocolos de defensa judicial sobre el tema en cuestión. 

En el oficio citado se dijo lo siguiente: 

“Sobre el particular, omitiendo recavar en los distintos planteamientos sostenidos por el 
ISS, que concuerdan plenamente con los del Ministerio de la Protección Social, en donde 
hemos sostenido la improcedencia del reconocimiento del beneficio prestacional en 
cuestión, esta Dirección considera prudente y necesario adecuar la posición jurídica 
vigente con la posición doctrinaria asumida por la Honorable Corte Suprema, desde la 
sentencia de fecha 27 de julio de 2005 con ponencia de los Doctores Isaura Vargas Díaz 
y Jaime Moreno García, en donde señaló que los mismos se encuentran vigentes en 
tanto constituyen un todo dentro del régimen aplicable a los pensionados del I.S.S. 
beneficiarios de la transición y que en los casos de duda, igualmente subsisten en 
aplicación del principio de la favorabilidad”. 

“Este criterio jurisprudencial ha sido reiterado en las sentencias Rad. 29107 del 22 de 
noviembre de 2007, Magistrado Ponente Dr. Camilo Tarquino Gallego, y los radicados 
Rad. 29531, Rad. 29741 y Rad. 29751 del 5 de diciembre de 2007 con ponencia del Dr. 
Luis Javier Osorio López”. 

“Lo anterior, con el objeto de no continuar generando mayores costos al Instituto en el 
control de la gestión judicial por concepto de costas y demás gastos procesales en la 
instancia respectiva; así pues, esta Dirección estima conveniente acatar el carácter 
vinculante de los fallos judiciales o “doctrina probable”, dada la verticalidad del 
criterio asumido por la jurisdicción laboral frente a éste tema y por ende de la 
predecibilidad del fallo contra el Instituto”. 

“En efecto, de conformidad con el artículo 4o de la Ley 169 de 1896 constituyen doctrina 
probable tres decisiones uniformes emitidas sobre un mismo punto de derecho por la 
Corte Suprema de Justicia en sede de casación, lo cual es perfectamente aplicable al 
tema de los incrementos pensionales, en tanto esta H. Corporación ya ha emitido más de 
tres fallos sucesivos reiterando el criterio desfavorable patrimonialmente al Instituto de 
Seguros Sociales”. 
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“Con relación a la constitucionalidad del carácter vinculante de los fallos judiciales 
contenido en el artículo 4o de la Ley 169 de 1896, a través de la sentencia C-836 de 
2001 la Corte Constitucional dijo lo siguiente: “El fundamento constitucional de la fuerza 
normativa de la doctrina elaborada por la Corte Suprema se encuentra en el derecho de 
los ciudadanos a que las decisiones judiciales se funden en una interpretación uniforme y 
consistente del ordenamiento jurídico. Las dos garantías constitucionales de igualdad 
ante la ley entendida ésta como el conjunto del ordenamiento jurídico y de igualdad de 
trato por parte de las autoridades, tomada desde la perspectiva del principio de igualdad 
como objetivo y límite de la actividad estatal, suponen que la igualdad de trato frente a 
casos iguales y la desigualdad de trato entre situaciones desiguales obliga 
especialmente a los jueces”. 

“Por lo tanto, se reitera, para no hacer más gravosa la situación patrimonial del Instituto 
en cuanto al sobrecosto que demanda el pago de los incrementos pensionales, además 
de los gastos procesales que implica la gestión judicial, en virtud del principio de la 
“doctrina probable”, se considera necesario cambiar el criterio del Instituto de Seguros 
Sociales sostenido hasta la fecha, para lo cual se dejan sin efecto los oficios DJN-US 
09089 del 16 de noviembre de 2001 y 16313 del 6 de octubre de 2005, al tiempo que 
deberán modificarse sustancialmente los protocolos de defensa judicial en esta materia”. 

“La recomendación de esta Dirección se fundamenta igualmente en los cálculos 
efectuados por esa Vicepresidencia acerca de los costos que implicaría el 
reconocimiento de los incrementos pensionales por la vía administrativa para los afiliados 
beneficiarios del Régimen de Transición del ISS, contrastados con los sobrecostos que 
implica asumir la defensa del tema, con ninguna posibilidad de éxito”. 

“De igual manera le informo que procederemos a impartir la instrucción respectiva para 
que en lo sucesivo nuestros apoderados externos se abstengan de presentar los 
recursos de apelación contra las decisiones de primera instancia; demás de la utilización 
de los mecanismos alternos para la solución de conflictos dispuestas en la normatividad 
vigente, esto es la Ley 640 de 2001 y susdecretos reglamentarios”. 

“Por último, es preciso aclarar que nuestra recomendación deberá ser sometida a la 
consideración del Comité de Defensa Judicial y Conciliación en sesión extraordinaria de 
fijación de políticas de defensa judicial, de conformidad con lo establecido por el artículo 
3 numeral 2o de la Resolución 2481 del 24 de junio de 2005, mediante la cual se 
reglamentó la aplicación del Decreto 1214 de 2000 por el cual se establecen las 
funciones para los Comités de Conciliación”. 

Finalmente es del caso informarle que el tema en cuestión se encuentra sometido a 
discusión ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público a la espera de su definición 
con el fin de establecer un criterio único de defensa judicial que resulte más favorable a 
los intereses del ISS. 

http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/sc836_01.htm#Inicio
http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0640_2001.htm#Inicio
http://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/decreto_1214_2000.htm#Inicio
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Cordialmente 

 

 
SERGIO HERNANDO COLMENARES PORRAS 

Director Jurídico Nacional 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



54 
 

BIBLIOGRAFIA. 

 

Acuerdo 049 de 1.990 – Decreto 758 de 1990. 

Estatuto de Seguridad Social y Pensiones, Editorial Leyer, Décima Edición, 2009. 

Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P. Enrique José Arboleda 

Perdomo. Sentencia del 9 de marzo de 2006. Radicación 1718.  

Constitución Política de Colombia, Editorial Legis, 2009. 

Corte Constitucional, sentencia SU 062 DE 2010. Magistrado Ponente Ciro      Angarita 

Barón. Magistrado Ponente:  Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, Bogotá D.C., 

tres (3) de febrero de dos mil diez (2010). 

Corte Constitucional, Sentencia T-090 de 2009, Magistrado Ponente: Dr. HUMBERTO 

ANTONIO SIERRA PORTO, Bogotá D.C., diecisiete (17) de febrero de dos mil nueve 

(2009). 

Corte Constitucional, sentencia T-695 de 2010, Magistrada Ponente: Dra. María Victoria 

Calle Correa, Bogotá, D.C., tres (03) de septiembre de dos mil diez (2010) 

Corte Constitucional, Sentencia 714 de 2011, .Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas 

Silva, Bogotá, D.C., veintidós (22) de septiembre de dos mil once (2011). 

Corte Constitucional, Sentencia T-066 de  2009. Magistrado Ponente: Magistrado 

Ponente: Dr.  Jaime Araujo Rentería, Bogotá, D.C., nueve (9) de febrero de dos mil 

nueve  

Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, DoctorLuis Javier Osorio López,  
Magistrado Ponente, Radicación N° 30581, Acta N° 37, Bogotá D.C., nueve (9)  de julio 
de dos mil ocho (2008). 

Corte Suprema de Justicia 36.065 de 2009- Condición más beneficiosa corte suprema de 
justicia, Sala de casación laboral, magistrado ponente: Gustavo José Gnecco Mendoza, 
Radicación No. 36.065, Acta no. 27, Bogotá D.C. catorce (14) de julio de dos mil nueve 
(2009). 

Ley 71 de 1.988. 



55 
 

Ley 797 de 2.003. 

Ley 100 de 1.993. 

 

 


